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ANTECEDENTES.- 

En la primavera de 2012 se llevaron a cabo conversaciones iniciales entre los países miembros del G20 (Grupo compuesto 
por las 20 economías más grandes del mundo) y los países miembros de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico - OCDE (de los cuales algunos también forman parte del G20) para adoptar el proyecto de BEPS 
(por sus siglas en inglés, Base Erosion and Profit Shifting).

El proyecto de BEPS consiste en atacar el problema de la transferencia de utilidades en los Grupos Empresariales 
Multinacionales, aunado al tema de un bajo o nulo nivel de tributación a escala internacional, como resultado de planeaciones 
fiscales sofisticadas y agresivas, buscando en muchos casos transferir utilidades a jurisdicciones de baja imposición fiscal.

En el 2013 fue emitido el reporte inicial de BEPS conformado por quince acciones. La implementación de este plan de 
acciones consiste en combatir el tema de BEPS para efectos de establecer un sistema tributario a nivel mundial más 
amplio, diferente y transparente, con el objetivo de incrementar el nivel de tributación internacional y garantizar que los 
beneficios sean gravados en el país donde se desarrollan las actividades económicas operativas y financieras que dieron 
origen a dichas utilidades y donde realmente se genere valor.

La OCDE pretende implementar y reforzar el plan de acciones BEPS mediante tres vertientes:  la (1) coherencia entre 
los sistemas fiscales de diferentes países, exhortando a la existencia de (2) sustancia económica en transacciones entre 
partes relacionadas, así como la (3) transparencia en la información recabada por las autoridades fiscales.

Asimismo, el proceso consiste en actualizar la legislación fiscal a la época actual y alinear la base gravamen en todo el 
mundo, mediante la modificación de los siguientes instrumentos: tratados para evitar la doble tributación; comentarios al 
modelo convenio de la OCDE; guías sobre precios de transferencia para las empresas multinacionales y administraciones 
fiscales; así como a la legislación local de los países que correspondan.

En función de lo anterior, en el 2014 se emitieron los borradores de los reportes de las acciones de BEPS para discusión 
y recepción de comentarios.

Finalmente, el 05 de septiembre del 2015 se presentó el paquete final de reportes del plan de acciones BEPS, disponibles 
en la página web de la OCDE.

El plazo general para implementar el plan de acciones BEPS es de dos años aproximadamente, pero se reconoce que 
habrá acciones que requerirán más o menos tiempo para su ejecución, dependiendo de los procesos de modificación en 
la legislación de cada país o los instrumentos internacionales que cada acción requiera.

Para el 2020, la OCDE ha establecido que los países participantes en el plan de acciones BEPS lleven a cabo una 
reexaminación del cumplimiento y efectividad del proceso de implementación de este proyecto.

Es de destacar, que de las quince acciones la que mayor avance ha tenido en cuanto a su implementación en los países 
que conforma este proceso, es la acción 13 que corresponde a la Documentación de Precios de Transferencia y el Reporte 
País por País. 

Para efectos de nuestro país, la acción 13 se adhirió en la Reforma Fiscal del 2016.
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REGLAS ADICIONALES EN MATERIA DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA EN MÉXICO.-

Actualmente la acción 13 de BEPS corresponde al capítulo V de las directrices actualizadas de precios de transferencia de 
la OCDE emitidas en julio del 2017, que concierne a nuevos estándares en la preparación de la documentación de precios 
de transferencia para que los contribuyentes documenten apropiadamente las operaciones entre partes relacionadas, 
proporcionando información necesaria/útil a las autoridades fiscales competentes para que éstas puedan realizar una 
evaluación acertada de los riesgos en materia de precios de transferencia y que permita identificar en qué casos pertinentes 
realizar una auditoría exhaustiva a este respecto.

Con la reforma fiscal de 2016 se adopta la acción 13 del plan de acción BEPS, incluyendo el artículo 76-A a la Ley del 
Impuesto sobre la Renta (LISR) relativo al llenado y presentación de tres declaraciones anuales informativas de partes 
relacionadas que a continuación se señalan:

“Los contribuyentes señalados en el artículo 32-H, fracciones I, II, III y IV del Código Fiscal de la Federación que 
celebren operaciones con partes relacionadas, en adición a lo previsto en el artículo 76, fracciones IX y XII, y en 
relación con el artículo 179, primer y último párrafos de esta Ley, deberán proporcionar a las autoridades fiscales a más 
tardar el 31 de diciembre del año inmediato posterior al ejercicio fiscal de que se trate, las siguientes declaraciones 
anuales informativas de partes relacionadas:

I. Declaración informativa maestra de partes relacionadas del grupo empresarial multinacional,…

Consiste en proporcionar información global del grupo empresarial multinacional en cuanto a su estructura organizacional 
legal, actividades operativas, intangibles, operaciones financieras, así como información financiera y fiscal.

II. Declaración informativa local de partes relacionadas,…

Solicita información más precisa en cuanto a las operaciones con partes relacionas, montos intercompañía, análisis 
económico transaccional y políticas de precios de transferencia.

III. Declaración informativa país por país del grupo empresarial multinacional …

Se requiere a nivel jurisdicción fiscal la distribución global de los ingresos y pago de impuestos, indicadores de localización 
de las actividades económicas en los países que opera el grupo empresarial multinacional, así como un listado e información 
adicional en caso de considerarse necesario de todas las entidades integrantes de dicho grupo, y de sus establecimientos 
permanentes.  

Esta declaración podrá ser intercambiada de manera automática con otras jurisdicciones mediante mecanismos de 
intercambio de información establecidos en los tratados que México tenga en vigor.

Los contribuyentes a lo que se refiere en el artículo 32-H, fracciones I, II, III y IV del Código Fiscal de la Federación1 (CFF) 
son los siguientes:

“Los contribuyentes que a continuación se señalan deberán presentar ante las autoridades fiscales, como parte de la 
declaración del ejercicio, la información sobre su situación fiscal, utilizando los medios y formatos que mediante reglas 
de carácter general establezca el Servicio de Administración Tributaria.

1 Versión que corresponde a la publicación en Resolución Miscelánea Fiscal para 2018 en el Diario Oficial de la Federación el 22 de diciembre de 2017.
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I. Quienes tributen en términos del Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que en el último ejercicio fiscal 
inmediato anterior declarado hayan consignado en sus declaraciones normales ingresos acumulables para efectos del 
impuesto sobre la renta iguales o superiores a un monto equivalente a $791’501,760 así como aquéllos que al cierre 
del ejercicio fiscal inmediato anterior tengan acciones colocadas entre el gran público inversionista, en bolsa de valores 
y que no se encuentren en cualquier otro supuesto señalado en este artículo.

El monto de la cantidad establecida en el párrafo anterior se actualizará en el mes de enero de cada año, con el 
factor de actualización correspondiente al periodo comprendido desde el mes de diciembre del penúltimo año al 
mes de diciembre del último año inmediato anterior a aquél por el cual se efectúe el cálculo, de conformidad con el 
procedimiento a que se refiere el artículo 17-A de este Código.

II.	 Las sociedades mercantiles que pertenezcan al régimen fiscal opcional para grupos de sociedades en los términos 
del Capítulo VI, Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

III. 	Las entidades paraestatales de la administración pública federal.

IV.	 Las personas morales residentes en el extranjero que tengan establecimiento permanente en el país, únicamente 
por las actividades que desarrollen en dichos establecimientos.

…”

El 15 de mayo de 2017 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) la Primera Resolución de Modificaciones a la 
Resolución Miscelánea Fiscal (RMF) para 2017 en la que se incluyen las reglas de la 3.9.11 a la 3.9.17 para el cumplimiento 
del artículo 76-A de la LISR, las cuales presentaron algunas modificaciones de forma a las redacciones jurídicas de las 
reglas 3.9.11 (reestructuración de toda la regla) y 3.9.15 (ligero cambio) emitidas en el DOF en la 1ra. Resolución de 
modificaciones a la RMF 2019.

Estas reglas incluyen todo el detalle de información que se requiere preparar para el llenado de las mencionadas tres 
declaraciones de partes relacionadas.

Posteriormente, el 01 de noviembre de 2017 se liberó en la página del Servicio de Administración Tributaria (SAT) la 
plataforma electrónica para el cumplimiento de presentación de esta obligación.

Desde los ejercicios de 2017, 2018 y 2019 la plataforma del SAT no ha mostrado cambios relevantes para efectos de la 
presentación de dichas declaraciones.

Finalmente, existen sanciones por no cumplir con la obligación de presentar alguna de estas tres declaraciones de partes 
relacionadas, como se menciona a continuación:

Limitar operaciones con la Administración Pública Federal, Centralizada y Paraestatal y la Procuraduría General de la 
República, tal y como se establece en la fracción IV del primer párrafo del artículo 32-D del CFF.

Multa que va de $154,800.00 a $220,400.00 pesos, por no proporcionar, presentar de manera incompleta, con errores, 
inconsistencias o en forma distinta tales declaraciones, según lo señalado en la fracción XL del artículo 81 y la fracción 
XXXVII del artículo 82 del CFF.
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CONCLUSIONES.-

El tema de precios de transferencia ha tenido una mayor relevancia en los últimos años con el proceso de implementación 
del plan BEPS por parte de la OCDE junto con los países miembros del G-20.

Su implementación está muy ligada a la coherencia de los sistemas fiscales de diferentes países mediante su unificación y 
alineación de la base gravable a escala internacional, así como a la exigencia de sustancia económica en las transacciones 
realizadas entre partes relacionadas, incluyendo la transparencia en la información recabada por parte de las autoridades 
fiscales.

Los nuevos estándares en la documentación de precios de transferencia a través de la acción 13 de BEPS brindan mayor 
significación a documentar de manera específica y concreta la delineación de todas las relaciones comerciales y financieras 
de una entidad respecto a su grupo multinacional. 

Con base a lo anterior, la actividad económica de un grupo empresarial es visualizada desde la estructura organizacional 
legal, descripción de su modelo de negocios, cadena de valor, sus principales generadores de valor, mercados geográficos 
primordiales, acuerdos importantes de servicios intragrupo, reestructuras de negocios, intangibles, actividades financieras, 
posición fiscal, análisis funcional, políticas de precios de transferencia, así como el análisis económico detallado de todas 
las operaciones intercompañía y lo que engloba.

Lo anterior también para efectos de proveer a las autoridades fiscales de información más precisa y asertiva de las 
operaciones entre partes relacionadas que se realizan en los grupos empresariales multinacionales y contar con elementos 
de información adecuados para evaluar de manera efectiva el riesgo que cada contribuyente representa, y por tanto, 
identificar los casos que correspondan para iniciar el proceso de una auditoría de precios de transferencia.

Para el caso de nuestro país con la inclusión de la obligatoriedad en la LISR de presentar las declaraciones informativas 
de partes relacionada según apliquen al contribuyente que corresponda, las autoridades fiscales cuentan hoy en día con 
información más completa para monitorear más de cerca la ejecución real, la sustancia económica y el cumplimiento de 
valor de mercado de las operaciones intercompañía.

Por lo pronto, las autoridades fiscales se encuentran analizando las declaraciones correspondientes a los ejercicios fiscales 
2016, 2017 y 2018, así como identificando aquellos contribuyentes que aún no han cumplido con dicha obligación.

Se espera que exista una aceleración del proceso de fiscalización en materia de precios de transferencia por parte de 
las autoridades fiscales, por lo que se sugiere a todos aquellos  contribuyentes que realicen operaciones con partes 
relacionadas, que éstas no sean simuladas, exista sustancia económica y se encuentren a precios de valor de mercado, 
para efectos de evitar en lo posible el inicio del proceso de una auditoría en materia de precios de transferencia por parte 
de las autoridades tributarias correspondientes.



Autor:
LCP Luis Francisco Díaz García.
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Introducción:

Aunque el usufructo no es un tema novedoso, sí es un esquema que en la actualidad se sigue utilizando de manera 
recurrente para operaciones patrimoniales, que en muchos de los casos tienen consecuencias fiscales, por lo que el 
presente artículo no pretende analizar a detalle todo el usufructo, el cual es bastante amplio, sino de manera concreta, 
destacar los aspectos que considero más relevantes desde el ámbito del derecho civil como del fiscal.
Considero que persisten algunas inconsistencias en materia fiscal respecto a la regulación del usufructo, lo que sin lugar a 
dudas deja en incertidumbre jurídica al contribuyente, lo que puede ocasionarle contingencias futuras, por la interpretación 
que puedan tener las autoridades fiscales referente a la aplicación del usufructo.
Por lo comentado en los párrafos anteriores, iniciaremos analizando el derecho civil, para desentrañar lo que es el derecho 
real de la propiedad y sus atributos, entre los cuales se encuentra el usufructo, para posteriormente estudiar de manera 
concisa sus implicaciones fiscales.

Desarrollo:
La propiedad se ha definido desde el punto de vista doctrinal como:

“El poder jurídico que la persona, que es su titular, ejerce directa e inmediatamente, sobre una cosa que le permite el 
aprovechamiento que se traduce en poder usar, disfrutar y disponer de ella, con las limitaciones y las modalidades que 
establece la Ley”.

Ahora bien, la propiedad se caracteriza con los siguientes atributos:

Jus utendi o usus:	 Facultad del propietario para servirse de la cosa y aprovecharse de sus beneficios.

Jus fruendi o fructus:	 Derecho del propietario de los frutos de la cosa sujeta a su propiedad.

Jus abutendi o abusus:	 Poder de consumir la cosa; este derecho implica la disposición de la cosa de una manera
				     total, enajenándola e incluso destruyéndola o permitiendo su destrucción.

Al desmembrar el derecho de la propiedad en el uso, disfrute y disposición de la cosa, a través del usufructo el propietario 
permite que otra persona use y disfrute temporalmente de un bien o bienes de su propiedad, conservando para sí una 
propiedad restringida, toda vez que de los tres derechos que tiene: jus utendi, jus fruendi y jus abutendi,  sólo conserva 
el último, quedando su propiedad restringida como si se quedará desvestida o desnuda, de ahí deriva que los juristas 
romanos la denominaran nuda proprietas y a su titular nudo propietario.

Asimismo en la antigüedad el Derecho Romano definió al usufructo como:

“El derecho de usar y disfrutar de las cosas ajenas, sin perjuicio de las mismas cosas”.

Mientras que en México, el Código Civil Federal define al usufructo como:

“El derecho real y temporal de disfrutar de los bienes ajenos”.

Dentro de las características del usufructo destacan las siguientes:
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I.	 Existen dos derechos reales al mismo tiempo sobre una misma cosa. (usufructuario y propietario).
II.	 No existe un estado de copropiedad entre usufructuario y nudo propietario.
III.	 Se puede transmitir por herencia aunque, por regla general, al morir el usufructuario, se extingue.
IV.	 Es temporal, pues en el título de su constitución se establece que su duración no puede exceder, de 20 años para 
una persona moral y por el plazo que se haya establecido para una persona física. Cuando no se estipula el plazo, 
será vitalicio para la persona física. 
V.	 Es un derecho real valuable por separado de la nuda propiedad, porque el usufructo solo comprende el derecho de 
usar y disfrutar del bien, tomando en cuenta por tanto una sola parte del valor total de este.
VI.	Puede constituirse a título oneroso o gratuito.
VII.	El usufructuario puede enajenar, arrendar y gravar su derecho de usufructo; pero todos los contratos que celebre 
como usufructuario terminarán con el usufructo.
VIII. El usufructuario tiene derecho de percibir todos los frutos, sean naturales, industriales o civiles.
IX.	El usufructuario goza del derecho del tanto.

Por su parte, el usufructo se puede constituir por:

o Por disposición de la Ley.

Es cuando por disposición legal se les confiere el carácter de usufructuario, en ciertas circunstancias a determinadas 
personas. Dentro de este supuesto se encuentra cuando los bienes de un hijo, sujeto a la patria potestad, no 
son producto de su trabajo, sino adquiridos por cualquier otro título. La ley establece que la mitad del usufructo 
corresponde a las personas que ejerzan la patria potestad.

o Por voluntad.
En este apartado el usufructo se puede constituir por:

a)	Contrato. Acuerdo de voluntad contractual oneroso o gratuito donde el propietario transmite el usufructo, 
conservando la nuda propiedad, o bien que el propietario constituya el usufructo a favor de sí mismo al 
transmitir la nuda propiedad a otro sujeto y retener el usufructo. En el primer caso se constituye el usufructo 
por enajenación, y en el segundo por retención.
b)	Testamento. Puede constituirse el usufructo mediante la transmisión del mismo, por legado o por reserva 
del usufructo universal a los herederos.

 
o Por prescripción.

Se constituye cuando una persona no propietaria de un bien se ostenta como tal, y transmite a otra su usufructo 
y ésta lo posee por el tiempo que establece la ley (cinco años); al haber transcurrido este tiempo, el poseedor 
adquiere el derecho real del usufructo por prescripción, y si el legítimo propietario ejerciera su derecho para 
recuperar el bien, será sólo con relación a la nuda propiedad, ya que por lo antes referido, contra el usufructo será 
improcedente, si éste es vitalicio.

Respecto a la materia del usufructo, este puede recaer sobre cualquier clase de bienes, sean muebles e inmuebles, 
derechos reales o de crédito, capitales, títulos de créditos, acciones, partes sociales correspondientes a una sociedad e 
incluso sobre bienes consumibles como prevé la Ley. 

Sobre el objeto del usufructo me permito destacar dos supuestos, los cuales detallo a continuación:

• Sobre capitales. El usufructuario hace suyos los réditos, pues son fruto del capital, pero no puede hacer uso del 
capital.
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• Sobre ganado. El usufructuario tiene derecho a hacer suyos los frutos que puedan obtenerse del ganado, pero está 
obligado a reemplazar las cabezas que falten por cualquier causa, salvo cuando no tenga la culpa.

Ahora bien, el usufructuario tiene los siguientes derechos y obligaciones:

Por su parte el nudo propietario tendrá las siguientes obligaciones:

o Entregar la cosa sobre la que recae el usufructo.
o Si el usufructo es a título oneroso, el propietario tiene obligación de hacer todas las reparaciones convenientes para 
que la cosa, durante el tiempo estipulado en el convenio, pueda producir los frutos que ordinariamente se obtenían de 
ella al tiempo de la entrega.
o No estorbar el uso y disfrute de la cosa.
o Responder al usufructuario por los daños y perjuicios que se causen por vicios ocultos o defectos (cuando es a título 
oneroso).
o Pagar el importe por las reparaciones que, previo aviso, realizó el usufructuario.

Al mismo tiempo el usufructo se extingue:

• Por muerte del usufructuario. En el caso del usufructo concedido a varias personas el usufructo no se extingue por la 
muerte del primer usufructuario, sino que entra en el goce del mismo la persona que le corresponda.
• Por el vencimiento del plazo.
• Por el cumplimiento de la condición impuesta en el título constitutivo para la cesación de este derecho.
• Por la reunión del usufructo y de la propiedad en la misma persona (consolidación).
• Por la pérdida total de la cosa que era objeto del usufructo.

Una vez analizados los aspectos civiles que regulan el usufructo debemos desentrañar el tipo de ingreso fiscal que origina 
el usufructo, por lo que comenzaremos analizando lo que dispone el Código Fiscal de la Federación que a la letra señala:



12BOLETÍN
TÉCNICO

Artículo 14.
Se entiende por enajenación de bienes:
I. Toda transmisión de propiedad, aún en la que el enajenante se reserve el dominio del bien enajenado.

Considerando el precepto legal en mención, es preciso señalar que en base a lo ya analizado y comentado en el presente 
artículo, en el usufructo no se transmite la propiedad del bien, ya que sólo se transmite el derecho de usarlo y disfrutarlo; 
por lo tanto, el propietario continúa con el derecho de disponer del bien, con la restricción de que no puede usarlo ni 
disfrutarlo, por lo tanto no existe enajenación en términos de lo establecido por el Código Fiscal de la Federación.

En complemento a lo anteriormente señalado, el artículo 16 de la Ley del Impuesto sobre la Renta señala:

Las personas morales residentes en el país, incluida la asociación en participación, acumularán la totalidad de 
los ingresos en efectivo, en bienes, en servicio, en crédito o de cualquier otro tipo, que obtengan en el ejercicio, 
inclusive los provenientes de sus establecimientos en el extranjero.

Como es sabido, en la Ley de ISR no se define el concepto de “ingreso” por lo que recurriendo a la doctrina y a lo establecido 
por los tribunales, debemos considerar como tal a toda aquello que modifique positivamente nuestro patrimonio, por lo tanto 
en el supuesto de que una persona moral obtenga una contraprestación por otorgar el usufructo de un bien, tendrá que 
considerarlo como ingreso acumulable, aunque para efectos del Código Fiscal de la Federación, no exista enajenación.

Por su parte el usufructuario que pague por el usufructo de un bien, podrá deducir dicha erogación en términos de lo 
establecido en el artículo 25 fracción IV, en correlación con lo dispuesto en el primer y tercer párrafo del artículo 32 de la 
Ley de ISR, los cuales se transcriben a continuación:

Artículo 32. Para los efectos de esta Ley, se consideran inversiones los activos fijos, los gastos y cargos diferidos y las 
erogaciones realizadas en periodos preoperativos, de conformidad con los siguientes conceptos:

Gastos diferidos son los activos intangibles representados por bienes o derechos que permitan reducir costos de 
operación, mejorar la calidad o aceptación de un producto, usar, disfrutar o explotar un bien, por un periodo 
limitado, inferior a la duración de la actividad de la persona moral. 
(Énfasis añadido).

Por lo que concierne al IVA, el artículo 19 de dicho precepto establece que se considera como acto gravado por el uso 
o goce temporal de bienes tangibles, el usufructo, pero no precisa el tratamiento que se debe dar cuando se trata del 
usufructo sobre bienes intangibles (por ejemplo el usufructo de marcas).

Es importante mencionar que en términos de lo establecido por el artículo 157 del Código Fiscal de la Federación, el 
derecho de usufructo es inembargable, no así los frutos de éste.

Por último debemos destacar que en el Estado de Jalisco, la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, establece 
que será base del impuesto sobre transmisiones patrimoniales, la constitución o extinción del usufructo, para lo cual se 
considera que el usufructo y la nuda propiedad tienen un valor cada uno de ellos del 50% del valor de la propiedad.

Conclusión:
Como podrá observarse el usufructo es un instrumento eficaz, a través del cual se pueden otorgar los frutos sobre diversos 
bienes, entre los que se encuentran, muebles, inmuebles, acciones, marcas, derechos de autor, etc, sin embargo debemos 
estar atentos y cumplir con lo que establecen los diversos preceptos fiscales para cumplirlos correctamente y evitar 
sanciones, máxime que es un tema amplio y que carece de una adecuada regulación.
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El año 2019, fue un año con muchas sorpresas para el sistema tributario mexicano, las estrategias de recaudación 
implementadas por el gobierno federal han causado revuelo entre contadores, abogados y empresarios principalmente, ante 
las atípicas estrategias de recaudación federal. Entre estas cuestiones, abordaremos el análisis relativo a la improcedencia 
de la deducción del impuesto sobre la renta, correspondiente a los gastos efectuados por concepto de “propaganda y 
publicidad”, criterio contenido en la tesis aislada de número VIII-TA-2as-2, aprobada en sesión el 16 de mayo de 2019, 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, derivada del juicio contencioso 
administrativo número 15378/16-17-09-2/ 1484/18-S2-08-04, misma tesis que fue publicada en la Revista del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en su publicación número 36, Octava Época • Año IV • Julio 2019, páginas 285 - 337; en 
la cual dicha autoridad administrativa analiza la procedencia de la deducibilidad del Impuesto Sobre la Renta, relativo a las 
erogaciones efectuadas para propaganda y publicidad.

Y es que en primer lugar, se analiza la cuestión relativa a los requisitos para la deducción, de conformidad con el artículo 311, 
fracción I, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta vigente en 2008, correspondiente a la estricta indispensabilidad del gasto 
para su procedencia al deducir, por lo que cabe transcribir la parte medular en que dicho precepto se legisló al respecto: 
Artículo 31. Las deducciones autorizadas en este Título deberán reunir los siguientes requisitos: I. Ser estrictamente 
indispensables para los fines de la actividad del contribuyente (...)

Así pues, aunque es claro que el gasto que se deduce debe ser estrictamente indispensable para los fines del contribuyente, 
los legisladores no relacionaron dicho concepto con algún otro artículo, a efecto de poder interpretar “¿que era un gasto 
estrictamente indispensable?”, a lo que posteriormente al resolver el amparo en revisión número 1386/2004, la segunda 
sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, emitió la tesis de número 2a. CIII/2004, en la que señala en primer lugar, 
que respecto al término de “estrictamente indispensables: es imposible definir todos los supuestos factibles o establecer 
reglas generales para su determinación, dicho término debe interpretarse atendiendo a los fines de cada empresa y al 
gasto específico de que se trate.”, y posteriormente señala que  “el carácter de indispensable se encuentra vinculado con 
la consecución del objeto social de la empresa, es decir, debe tratarse de un gasto necesario para que se cumplimenten 
en forma cabal sus actividades, de manera que de no realizarlo, éstas tendrían que disminuirse o suspenderse”; por lo que 
así se concluía que las características del gasto estrictamente indispensable para los fines del contribuyentes eran aquellos 
que de no llevarse a cabo, entonces las actividades del contribuyente disminuirían o se suspenderían.

De lo anterior, una empresa cuyo objeto social consiste en la venta, distribución y comercio en general de cerveza, celebró 
un contrato de licencia2 no exclusiva para el uso de la marca y venta de una cerveza extranjera; misma que durante el 
ejercicio fiscal de 2008, realizo erogaciones por concepto de propaganda y publicidad, entre otros, verbi gratia regalías, 
y derivado de ello declaró dichos gastos como deducibles a efecto del impuesto sobre la renta, sin embargo, la autoridad 
fiscal  a través de la resolución de número 900-07-04-2015-55504 de 19 de octubre de 2015, consideró que las deducciones 
efectuadas por la contribuyente por concepto de gastos de “propaganda y publicidad” eran indebidas.

Pero para entrar en materia, debemos comprender lo hay que entender por publicidad y propaganda, respecto a su 
definición literal, hay que entender, según la RAE, que:

“Propaganda” es la “Acción y efecto de dar a conocer algo con el fin de atraer adeptos o compradores” y por “Publicidad” 
cómo el “conjunto de medios que se emplean para divulgar o extender la noticia de las cosas o de los hechos.”

Ante tal situación, la contribuyente impugnó dicha resolución mediante el juicio contencioso administrativo, argumentando 
que tal gasto era “estrictamente indispensable”, obteniendo como resultado la resolución dictada por la  Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la que refiere que:  
1 Hoy artículo 27, fracción I, contenido en TÍTULO II DE LAS PERSONAS MORALES, CAPÍTULO II DE LAS DEDUCCIONES, SECCIÓN I DE LAS 
DEDUCCIONES EN GENERAL.

2  “Acuerdo de voluntades a través del cual, el titular de un derecho de marca (licenciante), conviene en otorgar una autorización a un tercero denominado 
licenciatario, para que éste la utilice en el comercio por un periodo de tiempo determinado y a cambio de la contraprestación pactada”
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Aunado a lo anterior, señala que si la contribuyente dejara de realizar dichas erogaciones sus ingresos no se verían 
afectados, ya que al ser su objeto principal, la compra, venta, distribución y comercio en general de cerveza, hielo y toda 
clase de artículos similares, entonces los actos de publicidad no le correspondían a ella, en razón de que esta no es la 
propietaria de las marcas, sino que a través de un contrato de licencia no exclusiva de uso de marca, tiene el derecho 
como licenciatario del uso de la marca por tiempo determinado, por lo que dichos gastos de propaganda y publicidad, 
incrementan el valor de las marcas en beneficio de un tercero, el titular de la marca. 

Y es que según la teoría, la marca que una empresa utiliza para identificar sus productos, deviene en la mayoría de los 
casos, en el activo intangible más valioso, el cual a través de diversos contratos la empresa titular obtiene gran rentabilidad, 
tal es el caso del contrato de licencia, por lo que la licenciataria al no tener la calidad de titular de la marca no podía justificar 
dichos gastos de publicidad y propaganda, pues no le beneficiaban directamente; Al respecto, la Segunda Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, robustece la sentencia recaída al juicio contencioso administrativo, 
al señalar que el Poder Judicial de la Federación definió a la función publicitaria como una actividad fundamental en el 
proceso de comercialización y en la implementación de la maximización de utilidades de las empresas, que se desarrolla 
con el propósito de permitir la identificación de las marcas y despertar el impulso de comprar en los adquirentes potenciales, 
incrementando la convicción en la resolutora, que la función publicitaria y de propaganda, generaba la maximización de las 
utilidades de las empresas, correspondiéndole tales erogaciones a la licenciante de uso de marca, tal y como era el caso 
de las mercancías publicitadas, pues según la autoridad resolutora, solo le beneficiaban directamente a la titular extranjera 
de estas, generando una utilidad en el país de residencia y deducciones en México.

Y es que resulta importante evidenciar la importancia de ubicar una marca en el mercado, puesto que la finalidad de 
la publicidad y la propaganda es precisamente incrementar el valor comercial de aquella; de tal manera que según los 
datos de www.Interbrand.com, el valor de una marca puede resultar tal importante al grado de ejemplificar con el caso de 
empresas como Heineken cuya marca en el año 2016 ostentaba un valor aproximado de 5.123 millones de dólares, o la 
cerveza Corona, cuya marca en el mismo año, ascendía aproximadamente a 4.509 millones de dólares, ni hablar de los 
178.119 millones de dólares para la marca Apple. 

En ese orden de ideas, al no ser la contribuyente, la titular de las marcas con las que vende sus productos, y al ser 
gastos que no se encuentran estrechamente vinculados con la consecución del objeto social, entonces no cumplía con el 
requisito del gasto estrictamente indispensable, previsto en el artículo 31, fracción I, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, 
vigente en 2008, respecto a la procedencia de la deducibilidad de dichas erogaciones, máxime que en el supuesto de no 
realizarlos, sus actividades no se suspenderían o disminuirían necesariamente por lo que no se configuraba la hipótesis del 
gasto estrictamente indispensable, siendo pues criterio de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa 
que al licenciatario de la marca no le corresponde el gasto de publicidad y propaganda, ya que la licencia constituye el 
instrumento a través del cual explota la fortaleza de la marca, sin la necesidad de desarrollar una propia y posicionarla en 
el mercado, a cambio del pago de regalías por uso de la marca, mismas que sí pueden considerarse procedentes para su 
deducibilidad, respecto al impuesto sobre la renta, emitiéndose al respecto, la siguiente tesis aislada:

VII-TA-2aS-2
GASTOS DE PROPAGANDA Y PUBLICIDAD. SU DEDUCCIÓN ES IMPROCEDENTE, AL NO SER 
ESTRICTAMENTE INDISPENSABLES PARA LA EMPRESA QUE VENDE PRODUCTOS BAJO MARCAS CUYO 
USO Y EXPLOTACIÓN LE FUERON OTORGADOS MEDIANTE CONTRATO DE LICENCIA NO EXCLUSIVA. 
El artículo 31, fracción I, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, dispone que las deducciones deben cumplir con 
diversos requisitos, entre ellos, tratarse de gastos estrictamente indispensables para los fines de la actividad del 
contribuyente; entendiéndose por esto último, que dichos gastos estén directamente relacionados con la actividad 
de la empresa, que sean necesarios para alcanzar los fines de su actividad o el desarrollo de esta y que de no 
producirse se podrían afectar sus actividades o entorpecer su normal funcionamiento o desarrollo. Por lo que, 
para determinar si dichos gastos satisfacen ese requisito, se deberá atender a los fines de la empresa y al gasto 
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específico en sí. En tal virtud, si una empresa tiene como objeto, la venta de determinado producto, y al 
efecto celebró un Contrato de Licencia no Exclusiva de Uso y Explotación de Intangibles, que le otorga el 
uso y explotación de una marca para vender dicho producto; esta se encuentra impedida para efectuar la 
deducción de los gastos de propaganda y publicidad, toda vez que al no ser propietaria de la marca que usa para 
vender su producto, los gastos en mención -entendidos como los actos a través de los cuales se da a conocer algo 
con el fin de atraer adeptos o compradores a través de los medios que se emplean para divulgar o extender la noticia 
de las cosas o de los hechos-, no son estrictamente indispensables para el desarrollo de su actividad, en tanto 
incrementan el valor de la marca en beneficio de un tercero; es decir, del titular de esta, ya que no van encaminados 
al artículo, sino a posicionar la marca en el mercado, a efecto de conferirle notoriedad, fama y reconocimiento entre 
el público consumidor. 

En conclusión, si bien es cierto que dicho criterio marca un precedente que puede afectar a quienes consideran deducir 
para efectos del impuesto sobre la renta, los gastos de propaganda y publicidad de marcas de las que hacen uso bajo 
un contrato de licencia no exclusiva de uso y explotación de intangibles, también lo es que conforme a dicha resolución, 
los gastos de comercialización de una marca de la que se beneficia bajo el contrato de licencia de uso no exclusivo, sí 
son deducibles, al ser estrictamente indispensable los gastos de comercialización, en tanto tal y como menciona el voto 
disidente en la resolución emitida por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa 
sí la contribuyente acredita que efectuó gastos de publicidad para posicionar la marca licenciada, y con ella los 
productos consistentes en (…), es claro que dichos gastos sí tienen la finalidad de estimular la comercialización 
de sus productos, con lo que se demuestra que se trata de gastos estrictamente indispensables, y así probar la 
procedencia de la deducción.

Por otro lado, al ser una tesis aislada todavía existe la posibilidad de dejar sin efectos dicho criterio, no obstante, en caso 
de confirmarse, este resultaría beneficioso para muchos contribuyentes que no sean titulares de la marca o no tengan 
la licencia exclusiva para la explotación del intangible, ya que obligaría al titular de la marca a solventar los gastos de 
publicidad y propaganda, siéndole procedente la deducción de dicho gasto, sumado a la idea de que el titular de la marca 
es el principal interesado en que esta sea publicitada, sin ser óbice que el distribuidor o vendedor de ella sea alguien a 
quien se le concedió el derecho de vender las mercancías de dicha marca, lo cual, además beneficiaria al principio de 
competencia justa en el mercado, ya que las empresas sin capital suficiente para su promoción se verán beneficiadas de 
tal manera que ellas sí podrán deducir tal gasto, al cumplir con el requisito que se menciona en el párrafo inmediato. 

Y en lo que respecta a los propietarios de la marca y a quienes tienen a licencia de uso exclusivo de marca, tienen la obligación 
de demostrar que los gastos por concepto de propaganda y publicidad, sí es un gasto estrictamente indispensable, sin el 
cual no podría posicionar la marca en el mercado, lo que afectaría a sus distribuidores, vendedores, y además disminuiría 
sus ventas o dejarían de llevar a cabo, así como se verían imposibilitadas para llegar al público, demostrando que dichos 
gastos tiene por finalidad estimular la comercialización de los productos, etc. 

Fuentes: 
•	 www.mundofiscal.com www.sjf.scjn.gob.mx www.interbrand.com 
•	 https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-privado/article/view/9055/11104 
•	 ht tps : / / s j f . sc jn .gob .mx/SJFSis t /Pag inas /Deta l leGenera lV2aspx?Epoca=1e3e10000000000&Apend ice=1000000000000 

&Expres ion=2 .a%2520CI I I%2F2004&Domin io=Rubro ,Tex to&TA_TJ=2&Orden=1&Clase=De ta l l eTes i sBL&NumTE=1&E

pp=20&Desde=-100&Hasta=-100&Index=0&Ins tanc iasSe lecc ionadas=6,1 ,2 ,50 ,7&ID=179766&Hi t=1&IDs=179766&t ipo -

Tesis=&Semanario=0&tabla=&Referencia=&Tema=

•	 https://idconline.mx/fiscal/2015/06/16/qu-debo-cuidar-para-la-deduccin-de-regalas

•	 Revista del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, Octava Época • Año IV Número 36 • Julio 2019, paginas 285 – 
337



Autor:
CP y FSS Fanny Moreno Serrano

Balanced Scorecard

Comisión de Contabilidad Administrativa y Costos



18BOLETÍN
TÉCNICO

INTRODUCCIÓN
El Balanced Scorecard inició de un estudio hecho a la medida en donde se partía de la creencia que:

•	 Los indicadores financieros estaban quedando inconclusos y obsoletos,
•	 Los objetivos financieros solo muestran el resultado del presente de las empresas, pero no muestran indicadores que 

evaluaran las habilidades que podrían proporcionar valor económico en el futuro, 
•	 Los objetivos financieros no muestran nuestra relación de servicio al cliente, nuestra eficiencia en el trato con 

proveedores y asociados, solo los resultados de estos.

El nombre indica el balance entre estas medidas en el corto, mediano y largo plazo de la organización y su habilidad para 
manejarlos, mejorar continuamente e irse moviéndose según sus perspectivas económicas, su vida interna y su entorno, 
aprender de sus vivencias, tomar las de más valor e innovar en su participación humana, empresarial y de productos y algo 
muy importante: Se usa no solo para comunicar la estrategia sino para evaluarla.

DESARROLLO 

Elementos que considera el Balanced Scorecard:

1.	 Indicadores financieros,		
2.	 Relación con clientes- mercado-competencia,
3.	 Manejo interno, 		               
4.	 Innovación y		
5.	 Aprendizaje.

Enfoque de uso - se considera como la estructura bajo la cual la empresa mide:

a) Los procesos gerenciales importantes, 
b) A los individuos, 
c) A los grupos de trabajo, 
d) Evaluación de los recursos con que cuentan y su manejo,
e) La presupuestación en su exactitud en y administración 
f) La dirección correcta para conseguir manejar la estrategia y lograr los objetivos      de negocio esperados,
g) La retroalimentación y 
h) El aprendizaje durante el tiempo de observación y monitoreo.

El Balanced Scorecard provee a los directivos, de un tablero de instrumentos que le permitan pilotear la empresa hacia el 
futuro exitoso en un ambiente competitivo y complejo y mantiene el énfasis en los elementos financieros; pero incorpora 
indicadores de actuación que le proporcionan activos intangibles para un mejor desempeño en el futuro.

Iniciativas de mejora que considera:

•	 Administración total de la calidad
•	 Sistemas de producción y distribución Justo a tiempo JIT
•	 Competencia basada en tiempo 
•	 Producción esbelta - empresa esbelta
•	 Organización enfocada en construcción del cliente 
•	 Administración del costo basado en actividades
•	 Empoderamiento de los empleados
•	 Reingeniería 
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Estas iniciativas han probado su éxito; pero al estar fragmentadas también han fracasado enfocándose en medir solo una 
parte del tablero y no en un todo; aquí es donde entra el Balanced Scorecard porque las incluye a todas.

CONCLUSIÓN

Alcance 

Recomendaciones para implementarlo
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¿Cómo enlazar los objetivos estratégicos con objetivos específicos?

Qué preguntas contesta y analiza el Balanced Scorecard
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¿Con qué barreras se topan las empresas al implementar la estrategia?
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Antes de entrar en materia respecto de los cambios en el concepto de establecimiento permanente, con entrada en vigor a 
partir del ejercicio 2020, primeramente vale la pena recordar que en México el Impuesto Sobre la Renta (ISR) debe pagarse 
por los residentes en México, respecto de todos sus ingresos cualquiera que sea la ubicación de la fuente de riqueza de 
donde procedan, y por los residentes en el extranjero que obtengan ingresos de fuente de riqueza en nuestro territorio no 
atribuibles a un establecimiento permanente (EP), así como los ingresos que se atribuyan a los residentes en el extranjero 
al constituir un EP en nuestro país; según establece el artículo 1 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta (LISR).  

Para tales efectos, la definición de EP, así como sus excepciones, se encuentran en los artículos 2 y 3 de la LISR, al 
respecto, podemos encontrar que en el citado artículo 2 se define como establecimiento permanente a “cualquier lugar 
de negocios en el que se desarrollen, parcial o totalmente, actividades empresariales o se presten servicios personales 
independientes”. Así también, se establece una lista no exhaustiva de los supuestos en los que se entenderá que existe 
un EP, considerando entre otros a “las sucursales, agencias, oficinas, fábricas, talleres, instalaciones, minas, canteras o 
cualquier otro lugar de exploración, extracción o explotación de recursos naturales”.

Así también, en el propio artículo 2 se establecen diversos supuestos en los que debe considerarse que un residente en 
el extranjero tiene un EP en México cuando actúa a través de un agente independiente o a través de una persona física o 
moral, distinta de un agente independiente; así como algunos supuestos particulares en los que se considerará que existe 
un EP de residentes en el extranjero.

Por su parte, en el artículo 3 de la LISR se encuentra una lista de actividades que no se considerarán EP.

En relación con lo mencionado, conforme concluye Herber Bettinger Barrios, en su obra Efecto Impositivo del Establecimiento 
Permanente, “…el residente en el extranjero que lleve a cabo en territorio nacional actividades de carácter empresarial y por 
este hecho genere ingresos afectos al pago del impuesto sobre la renta, se considera como establecimiento permanente, 
ya sea que se registre en México, actúe a través de uno o varios agentes independientes o sea considerado con tal carácter 
por las autoridades del Servicio de Administración Tributaria”.

Por su parte, cabe apuntar que los tratados para evitar la doble tributación que México ha celebrado con diversos países, 
establecen en su artículo 5 una definición distinta de lo que debe considerarse como EP, mismos que tendrán vigencia en 
las operaciones celebradas por residentes fiscales de los países que hubieran celebrado dicho tratado con México.

Para tales efectos, en virtud de que prácticamente todos los tratados para evitar la doble tributación, excepto con los 
Estados Unidos de Norteamérica, han sido negociados tomando como base el Modelo de Convenio Tributario sobre la 
Renta y sobre el Patrimonio de la Organización Para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), se toma como 
referencia dicho modelo para los fines de este documento.

Al respecto, es de mencionarse que el artículo 5 del Modelo de Convenio Tributario sobre la Renta y sobre el Patrimonio de 
la OCDE (Modelo de Convenio OCDE) vigente, establece que se considerará como EP “un lugar fijo de negocios mediante 
el cual una empresa realiza toda o parte de su actividad”, definición que es congruente con el contenido de los tratados 
firmados por México.

Así también, se incorpora en dicho artículo 5, una lista no exhaustiva de lo que en especial debe considerarse como 
establecimiento permanente. Encontrándose allí, las sedes de dirección, las sucursales, las oficinas, las fábricas y los 
talleres, etc., así como algunos otros supuestos particulares que deben contemplarse como establecimiento permanente.

Por su parte, conforme se establece en los comentarios al artículo 5 del modelo de convenio OCDE “el concepto de 
establecimiento permanente se utiliza principalmente para determinar el derecho de un Estado contratante a gravar los 
beneficios de una empresa del otro Estado contratante. En virtud del artículo 7, un Estado contratante no puede gravar los 
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beneficios de una empresa del otro Estado contratante salvo que esta realice su actividad por medio de un establecimiento 
permanente situado en aquel”.

Con base en lo mencionado, se puede considerar que el EP resulta de las actividades realizadas por residentes en el 
extranjero en territorio nacional que se encuentran en los supuestos establecidos en la LISR y/o los tratados para evitar 
la doble tributación con los países con los que México ha celebrado los mismos, y los cuales no se encuentren en las 
excluyentes de dichas disposiciones.

Entrando en materia, con vigencia a partir del 1 de enero del ejercicio 2020, el pasado 9 de diciembre de 2019 se publicaron 
en el Diario Oficial de la Federación (DOF), una serie de modificaciones que sin duda tendrán una trascendencia importante 
en la regulación relacionada con el EP en nuestro país. 

Al respecto, en la exposición de motivos del ejecutivo federal sobre dichas modificaciones, se menciona que México como 
miembro de la OCDE y del G20 ha participado activamente en el desarrollo e implementación de medidas resultantes del 
Proyecto contra la Erosión de la Base Imponible y el Traslado de Beneficios (BEPS, por sus siglas en inglés), bajo el cual 
se desarrollaron 15 Acciones para combatir esquemas de evasión y elusión fiscal. Lo cual, busca combatir las estrategias 
de planificación fiscal utilizadas para cambiar de manera artificial los beneficios económicos a lugares de escasa o nula 
tributación, lo que permite eludir casi por completo el pago del ISR en México. 

Así también, se menciona que la Acción 7 del Proyecto BEPS se enfocó en revisar la definición del concepto de EP para 
evitar el uso de estrategias de elusión fiscal que buscan impedir que se configure dicho establecimiento, entre las que 
se encuentran casos en que personas distintas de los agentes independientes actúan por cuenta de un residente en el 
extranjero, así como la realización de actividades preparatorias o auxiliares como excepción al concepto de EP, resultando 
de ello propuestas de cambios al Artículo 5 sobre “Establecimiento Permanente” del Modelo de Convenio OCDE para 
contrarrestar esas estrategias de elusión fiscal. 

Considerando lo anterior, con la finalidad de actualizar los supuestos de establecimiento permanente que contiene la 
LISR, tomando como base los resultados de la Acción 7 del Proyecto BEPS, se propuso por el poder ejecutivo federal 
modificaciones a los artículos 2 y 3 de la referida ley.

En relación con este tema, cabe mencionar que el reporte de la acción 7 de BEPS provocó que en 2017 se modificara 
el artículo 5 del modelo de convenio tributario sobre la renta y el patrimonio, así como los comentarios relativos a dicho 
artículo publicados por la OCDE.

Para efectos del presente documento, a continuación se enlistan las modificaciones que entraron en vigor a partir del 1 de 
enero de 2020 dividiéndolas por tema, incluyendo algunos breves comentarios del informe final de la acción 7 del proyecto 
BEPS, a fin de que sirva para entender el origen de los cambios correspondientes.

Así también, se incorporan algunos puntos relacionados con los comentarios a los artículos del Modelo de Convenio 
OCDE, a fin de analizar algunos puntos sobre la redacción de las modificaciones publicadas en los artículos 2 y 3 de la 
LISR. Al respecto, aun cuando no se está analizando el contenido de los tratados ni del modelo de convenio de la OCDE, 
se incluyen dichos comentarios a fin de utilizarlos para la interpretación de dichas disposiciones. Cabe apuntar que la regla 
miscelánea 2.1.35 vigente para 2020, permite utilizar los comentarios a los artículos del Modelo de Convenio OCDE como 
fuente para la interpretación de los tratados en materia fiscal que México tenga en vigor, por su parte, se encuentran en 
el acervo diferentes tesis de Tribunales Colegiados de Circuito, así como una más reciente de la novena época del pleno 
de la Suprema Corte de Justicia, en las que se concluye que dichos comentarios pueden ser utilizados como fuente de 
interpretación, considerándola en esta última como ley suave (“soft low”, en inglés).
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a) Elusión fraudulenta del estatus de EP mediante acuerdos de comisionista y estrategias similares 

Según se menciona en el informe de la acción 7 de BEPS, gracias a la celebración de contratos de comisión, una empresa 
extranjera podía vender sus productos en un Estado sin contar con un EP propiamente dicho al que pudieran atribuirse tales 
ventas a efectos fiscales, no teniendo que tributar, en consecuencia, en dicho Estado por los beneficios generados por las 
mismas. Debido a que el sujeto que realiza las ventas no es el propietario de los productos que son objeto del intercambio, 
éste no podia verse sometido a gravamen por las rentas obtenidas con dichas ventas, pudiendo eventualmente tener que 
tributar tan sólo por la retribución y/o contraprestación que percibe a cambio de sus servicios (generalmente, una comisión). 

Por otra parte, en relación a las estrategias análogas para evitar el concepto de establecimiento permanente, dicho informe 
hace referencia a situaciones en las que los contratos se negocian fundamentalmente en un Estado, pero se celebran o 
autorizan en el extranjero, o bien cuando la persona que ejerce habitualmente los poderes que le facultan para celebrar 
contratos actúa como «agente independiente», aun cuando sea una parte estrechamente relacionada de la empresa 
extranjera por cuenta de la que actúa. 

Para tales efectos, cuando las actividades que realiza un intermediario en un país tienen como finalidad la celebración 
habitual de contratos que generarán obligaciones que habrá de cumplir una empresa extranjera, habrá que considerar que 
esta empresa tiene un nexo suficiente que justifica su imposición tributaria en ese país, a menos que el intermediario realice 
esas actividades en el marco de una actividad independiente. 

En relación con lo mencionado, en la reforma fiscal en México, con vigencia a partir de 2020, se modifican el segundo 
párrafo, del Artículo 2, de la LISR para quedar como sigue:

“No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando un residente en el extranjero actúe en el país a través de una 
persona física o moral, distinta de un agente independiente, se considerará que el residente en el extranjero tiene 
un establecimiento permanente en el país, en relación con todas las actividades que dicha persona física o moral 
realice para el residente en el extranjero, aun cuando no tenga en territorio nacional un lugar de negocios, si dicha 
persona concluye habitualmente contratos o desempeña habitualmente el rol principal que lleve a la conclusión de 
contratos celebrados por el residente en el extranjero y estos: 

I. Se celebran a nombre o por cuenta del mismo;
II. Prevén la enajenación de los derechos de propiedad, o el otorgamiento del uso o goce temporal de un bien que 
posea el  residente en el extranjero o sobre el cual tenga el derecho del uso o goce temporal, u
III. Obligan al residente en el extranjero a prestar un servicio.  

Para efectos del párrafo anterior, no se considerará que existe un establecimiento permanente en territorio nacional cuando 
las actividades realizadas por dichas personas físicas o morales sean las mencionadas en el artículo 3 de esta Ley.” 

(Énfasis añadido)

En relación con la modificación citada, a continuación, se mencionan algunos de los puntos que me parecen más 
trascendentales tomando como base los comentarios al artículo 5 del Modelo de Convenio OCDE.

Las personas cuyas actividades pueden constituir un EP de la empresa son personas, empleadas o no, que actúan por 
cuenta de la empresa y no lo hacen en el marco del ejercicio de una actividad económica como agentes independientes, 
pueden ser personas físicas o jurídicas y no tienen que ser residentes ni poseer un lugar de negocios en México. Solamente 
las personas que concluyen habitualmente contratos bien a nombre de la empresa o que van a ser ejecutados por esta, 
o aquellas que habitualmente desempeñan el papel principal conducente a la celebración de dichos contratos, que la 
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empresa concluye rutinariamente sin modificación significativa por su parte, pueden constituir un EP de esa empresa. El 
empleo de dicho concepto, presupone la recurrencia de la conclusión de contratos por esa persona, o como resultado 
directo de su actividad, y no solo en casos aislados. 

La expresión “concluye contratos” se refiere a las situaciones en las que un contrato se considera celebrado por una 
persona conforme a la legislación mexicana, al respecto, un contrato puede concluirse en un México aun cuando se firme 
fuera del país, así, puede decirse que una persona que negocia en México todos los elementos y detalles de un contrato 
de forma que vincula a la empresa, ha concluido el contrato en el país, aun cuando lo firme otra persona fuera de este. 

La frase “o desempeñe habitualmente el papel principal conducente a la celebración de contratos, que la empresa concluye 
rutinariamente sin modificación significativa por su parte” aborda las situaciones en las que la conclusión de un contrato 
resulta directamente de las acciones que la persona lleva a cabo en México por cuenta de la empresa, aunque según la 
legislación aplicable, el contrato no lo concluya esa persona en el país. Esta frase busca abarcar aquellos casos en los 
que las actividades que ejerce una persona en México tienen el propósito de concluir contratos de forma regular para su 
ejecución por una empresa extranjera, es decir, cuando dicha persona actúa como personal de ventas de la empresa. El 
papel principal conducente a la celebración de contratos estará, por tanto, asociado generalmente a las gestiones de la 
persona que convenció al tercero para celebrar dicho contrato con la empresa. 

Los contratos comprenden los relativos a las operaciones que constituyen la actividad propia de la empresa, siendo 
irrelevante, por ejemplo, si la persona concluye contratos laborales por la empresa, o contratos análogos relativos 
exclusivamente a operaciones internas. Por su parte, no es suficiente para constituir un EP, el mero hecho de que una 
persona haya asistido e incluso participado en negociaciones en México entre una empresa y un cliente. 

Por último, el criterio de que un agente debe concluir “habitualmente” contratos o desempeñar el papel principal conducente 
a la conclusión de contratos, refleja que la presencia de una empresa en México debe ser más que meramente transitoria 
para poder considerar que dicha empresa mantiene un EP y, por tanto, una presencia gravable en el país. La amplitud y 
la frecuencia de la actividad necesarias para concluir que el agente “concluye habitualmente contratos o desempeña el 
papel principal conducente a la conclusión de contratos” depende de la naturaleza de los contratos y de las actividades 
económicas de la mandante y no es posible definir un criterio preciso sobre la frecuencia. 

Así también, se modifica el quinto párrafo, del Artículo 2, de la LISR para quedar de la siguiente manera:

“De igual forma, se considerará que un residente en el extranjero tiene un establecimiento permanente en el país, 
cuando actúe en el territorio nacional a través de una persona física o moral que sea un agente independiente, si éste 
no actúa en el marco ordinario de su actividad. Para estos efectos, se considera que un agente independiente no actúa 
en el marco ordinario de sus actividades, entre otros, cuando se ubique en cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. a VI. ... 

Se presume que una persona física o moral no es un agente independiente, cuando actúe exclusiva o casi 
exclusivamente por cuenta de residentes en el extranjero que sean sus partes relacionadas.”

(Énfasis añadido)
El cambio trascendental en este quinto párrafo del Artículo 2 de la LISR, corresponde a que se incorpora una presunción 
para considerar que un agente no se considerará independiente cuando actúe exclusiva o casi exclusivamente por cuenta 
de residentes en el extranjero que sean partes relacionadas. En este sentido, dicho párrafo es distinto a la última parte 
del párrafo 6 del Artículo 5, del Modelo de Convenio OCDE, en donde se utiliza el concepto de “empresas estrechamente 
vinculadas”, en lugar de partes relacionadas, encontrándose en el párrafo 8 de dicho artículo la definición. 
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En virtud de lo anterior, por la similitud de dichos conceptos, considero que los comentarios a los artículos del modelo de 
convenio de la OCDE, sirven también como orientadores para una correcta interpretación del quinto párrafo del Artículo 
2 de la LISR, sobre todo para la definición del concepto de “casi exclusivamente”, sin olvidar que el análisis de cualquier 
persona sobre el contenido de dicho párrafo, debe tomar en cuenta el concepto de partes relacionadas que se encuentra 
en la propia ISR y esperar, en su caso, a que se emitan en el Reglamento de la Ley o a través de la Resolución Miscelánea 
Fiscal, reglas que aclaren dicho concepto.

De acuerdo con lo anterior, en los comentarios a los artículos del modelo de convenio de la OCDE, se establece que la 
condición de independiente es menos probable si esa persona ejerce su actividad íntegra o casi íntegramente por cuenta 
de una única empresa (o un grupo de empresas estrechamente vinculadas entre sí) durante toda la duración de la actividad 
económica de esa persona o durante un largo período. Sin embargo, si una persona interviene exclusivamente para una 
empresa, a la que no está estrechamente vinculada, durante un corto periodo (por ejemplo, en el inicio de la actividad 
económica de esa persona), es posible que pueda considerarse que el agente independiente actúa en el marco ordinario 
de su actividad. Para tales efectos, deben tenerse en cuenta todos los hechos y circunstancias para determinar si las 
actividades de una persona constituyen el ejercicio de una actividad económica como agente independiente. 

Dicha disposición se aplica cuando la persona interviene “exclusiva o casi exclusivamente” por cuenta de empresas 
estrechamente vinculadas. Esto significa que cuando las actividades que ejerce una persona por cuenta de una empresa 
a la que no está estrechamente vinculada no constituyen una parte significativa de la actividad de esa persona, esta 
persona no tendrá la consideración de agente independiente. Cuando, por ejemplo, las ventas que concluya un agente 
para empresas a las que no esté estrechamente vinculado representen menos del 10 por ciento de todas las ventas que 
realiza como agente para otras empresas, deberá considerarse que ese agente actúa “exclusiva o casi exclusivamente” 
por cuenta de empresas estrechamente vinculadas. 

b) Elusión artificiosa del estatus del EP acogiéndose a las excepciones de actividades específicas.

En el reporte final de la acción 7 de BEPS se menciona que se modificará el apartado 4 del artículo 5 del Modelo de 
Convenio OCDE, de modo que cada una de las excepciones incluidas en dicha disposición se restrinja a actividades que 
son por lo demás de un carácter preparatorio o auxiliar.

En relación con lo anterior, a fin de buscar congruencia en la legislación de nuestro país con los cambios sugeridos, fue 
modificado el primer párrafo del artículo 3 de la LISR, incorporando el requisito para que se considere como excepción a la 
configuración de un EP, que todas las actividades que se enlistan tengan el carácter de preparatorio o auxiliar., quedando 
dicha disposición de la siguiente manera.

“No se considerará que constituye establecimiento permanente un lugar de negocios cuyo único fin sea la realización 
de actividades de carácter preparatorio o auxiliar respecto a la actividad empresarial del residente en el extranjero. Se 
considera que no se constituye un establecimiento permanente cuando se realicen las siguientes actividades, siempre 
que tengan el carácter de preparatorio o auxiliar:

(…)” 

(Énfasis añadido)

En relación con la definición de lo que debe entenderse como preparatorio o auxiliar, algunos de comentarios a los artículos 
del Modelo de Convenio OCDE que me parecen más trascendentales, establecen lo que se menciona en las siguientes 
líneas.
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El carácter preparatorio o auxiliar de las actividades realizadas deben considerarse a la luz de otras actividades que 
constituyen funciones complementarias que forman parte de una actividad económica cohesionada y que llevan a cabo la 
misma empresa o empresas estrechamente vinculadas en México. 

El criterio decisivo para determinar si las actividades que tienen un carácter preparatorio o auxiliar, consiste en determinar 
si las actividades constituyen en sí mismas una parte esencial y significativa de las actividades del conjunto de la empresa. 
Un lugar cuyo objeto general sea idéntico al de la empresa en su conjunto no realiza una actividad preparatoria o auxiliar. 

Una actividad que tiene carácter preparatorio es aquella que se realiza con la perspectiva de la ejecución de lo que 
constituye la parte esencial y significativa de la actividad del conjunto de la empresa. Puesto que la actividad preparatoria 
antecede a otra actividad, con frecuencia se llevará a cabo durante un corto periodo, que vendrá determinado por la 
naturaleza de la actividad principal de la empresa. Sin embargo, no siempre será así, ya que es posible llevar a cabo una 
actividad en México durante un largo periodo de tiempo en preparación de actividades que se llevarán a cabo en otro lugar. 

Por otro lado, una actividad con carácter auxiliar es normalmente una actividad de apoyo, no subsumida por la parte 
esencial y significativa de la actividad del conjunto de la empresa. Es poco probable que una actividad que requiere una 
proporción importante de los activos o de los trabajadores de la empresa pueda considerarse como actividad de carácter 
auxiliar. 

c) Fragmentación de actividades entre partes relacionadas.

Otros de los cambios abordados en el reporte final de la acción 7 de BEPS es el que tiene que ver con la limitación para 
evitar la fragmentación de actividades.

En relación con este punto, teniendo en cuenta la facilidad con la que se pueden crear filiales, la lógica de esta limitante no 
debe restringirse a casos en los que la misma empresa mantiene distintos lugares de negocio en un país, sino que debe 
extenderse a situaciones en los que dichos lugares de negocio pertenecen a empresas estrechamente relacionadas. Esta 
norma es la consecuencia lógica de la decisión de restringir las excluyentes del EP a actividades que tienen un carácter 
preparatorio o auxiliar porque, en ausencia de dicha norma, sería relativamente fácil utilizar empresas relacionadas para 
dividir actividades, que tomadas juntas todas ellas, van más allá del límite. 

En relación con lo anterior, en México se modifican el segundo y tercer párrafos al artículo 3 de la LISR, limitando así en la 
legislación doméstica la posibilidad de que se fragmenten operaciones por grupos empresariales para evitar la constitución 
de un EP. Al respecto, los citados párrafos establecen:

“El párrafo anterior no será aplicable cuando el residente en el extranjero realice funciones en uno o más lugares de 
negocios en territorio nacional que sean complementarias como parte de una operación de negocios cohesiva, a las 
que realice un establecimiento permanente que tenga en territorio nacional, o a las que realice en uno o más lugares 
de negocios en territorio nacional una parte relacionada que sea residente en México o residente en el extranjero con 
establecimiento permanente en el país. Tampoco será aplicable el párrafo anterior cuando el residente en el extranjero o una 
parte relacionada, tenga en territorio nacional algún lugar de negocios en donde se desarrollen funciones complementarias 
que sean parte de una operación de negocios cohesiva, pero cuya combinación de actividades dé como resultado que no 
tengan el carácter preparatorio o auxiliar. 

Lo dispuesto en este artículo también será aplicable en el caso de actividades realizadas a través de una persona física o 
moral, distinta de un agente independiente.” 
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En relación con este punto, los comentarios a los artículos del Modelo de Convenio OCDE establecen, entro otras cosas 
que, las excepciones al EP no se aplican a un lugar de negocios que pudiera constituir un EP si las actividades desarrolladas 
en ese lugar y otras actividades de la misma empresa o de empresas estrechamente vinculadas, desarrolladas en ese 
mismo lugar o en otro en el mismo Estado, constituyen funciones complementarias que forman parte de una actividad 
cohesionada. Sin embargo, para que se aplique dichas excepciones, al menos uno de los lugares donde se desarrollan 
dichas actividades debe constituir un EP o, de no ser así, el conjunto de la actividad resultante de la combinación de las 
actividades consideradas debe exceder de lo que constituyen actividades meramente preparatorias o auxiliares. 

Por último, es importante mencionar que los tratados para evitar la doble tributación celebrados por México vigentes, aún 
no se encuentran actualizados de acuerdo con el modelo de convenio Modelo de Convenio Tributario sobre la Renta y 
sobre el Patrimonio de la OCDE, el cual incorporó en el año 2017, las disposiciones relacionadas con los puntos abordados 
en este artículo. Dicha actualización se efectuará en las condiciones que nuestro país decidió celebrar en el Instrumento 
Multilateral (IML) que resultó de la acción 15 del plan de acción BEPS, mediante el cual se modificarán los convenios fiscales 
bilaterales, mismo que fue firmado por México el pasado 7 de junio de 2017 y presentado ante la Cámara de Senadores el 
pasado 23 de noviembre de 2018, por lo cual, entrará en vigencia hasta que se concluya su proceso legislativo mediante 
la aprobación de dicha Cámara, así como su publicación en el DOF.

Como conclusión, será importante estar atentos a las transacciones que celebren en nuestro país los residentes en 
el extranjero, a fin de identificar, valorar y definir correctamente sus efectos fiscales, sobre todo en el contexto de los 
trascendentales cambios en el concepto de EP que comenzaron su vigencia el 1 de enero de 2020 por los cambios en la 
LISR, así como los cambios en los tratados para evitar la doble tributación firmados por México, una vez que se apruebe 
por la Cámara de Senadores y se publique el IML previamente citado.
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I. Introducción.

Parecería que hoy en día, al hablar de las diferencias entre gasto e inversión para efectos del Impuesto sobre la Renta, y 
por ende del tratamiento que dicha norma tiene reservado para cada uno de estos conceptos, hablamos de un tema de uso 
común para los especialistas de la materia, sin embargo, no es poco usual encontrar temas de interpretación de la máxima 
relevancia, en los que la medula es precisamente determinar si una erogación debe ser considerada como un gasto o una 
inversión.

Despejar está interrogante, es más relevante si atendemos a que la Ley del Impuesto sobre la Renta, es omisa en definir 
ambos conceptos, y que por ende en la mayoría de los casos tenemos que inferir cuales son los elementos que deben 
atenderse para dilucidar si una erogación es un gasto o una inversión. 

Por esta razón, aunque pareciera que el escribir este artículo es un esfuerzo simple, lo consideró algo útil, pues se busca 
estar en posibilidad de identificar cuándo nos encontramos ante un gasto y cuándo ante una inversión, no para saber si 
la erogación resulta deducible, sino para identificar precisamente cuando una partida deducible debe recibir tal o cual 
tratamiento.

II. Desarrollo.

Anticipándonos un poco, vale la pena resaltar que toda vez que las inversiones y los gastos no son otra cosas que 
especies del mismo género denominado erogaciones, existen diversos elementos que resultan comunes para ambas 
partidas, debido a que las mismas han sido analizadas por la jurisprudencia de forma conjunta en diversas ocasiones, con 
la intención de diferenciarlas, esto dado que si bien ambas son erogaciones, sus diferencias principalmente en relación 
con su potencialidad para repercutir en la generación de ingresos han ocasionado que su tratamiento en materia tributaria, 
específicamente para efectos del Impuesto Sobre la Renta, sea diametralmente opuesto.

Razón por la cual, con el legítimo afán de dar la mayor claridad posible al presente diserto, serán citados a continuación 
los elementos que de alguna forma resultan comunes para ambos términos y sirven para diferenciar un concepto de otro, 
procediendo a realizar su análisis, tanto en el ámbito de las inversiones como en el ámbito de los gastos.

En este contexto encontramos que los elementos comunes a que hacemos referencia son básicamente los plasmados en 
los precedentes que citamos a continuación. 

“RENTA. GASTO E INVERSIÓN. DIFERENCIAS PARA EFECTOS DE SU DEDUCIBILIDAD EN EL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA”. Jurisprudencia 2a./J.11/2014, consultable en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XIX, correspondiente a febrero de 2004, página 229, 
cuyo texto se transcribe a continuación: “El artículo 22 de la Ley del Impuesto sobre la Renta precisa los 
conceptos que tiene derecho a deducir el contribuyente, entre los que se encuentran los gastos y las 
inversiones. Sin embargo, la propia ley establece un tratamiento diferente para la aplicación de dichos 
conceptos, el cual atiende a que los gastos pierden potencial para generar ingresos en el futuro, ya 
que sólo tienen significado y efectos en el ejercicio al cual corresponden; mientras que las inversiones 
(específicamente los activos fijos), en términos generales, pierden dicho potencial para generar ingresos 
de manera paulatina y conforme se deprecian por su uso, incidiendo en la consecución de los fines de la 
empresa, no sólo en el ejercicio en que se eroga el costo correspondiente, sino que trasciende a varios 
periodos fiscales. En consecuencia, tratándose de erogaciones conceptuadas como gastos, su deducción 
debe realizarse en atención a las normas contenidas en los artículos 22, fracción III, 24, fracción III y, 
25, fracción IV, de la ley citada, esto es, en el ejercicio fiscal en que se realizaron, en tanto que respecto 
de las inversiones, concretamente de bienes de activo fijo, la deducción correspondiente debe hacerse 
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en términos de las reglas señaladas en los artículos 41, 42 y 44 del ordenamiento mencionado, vía 
depreciación y en los diversos ejercicios fiscales que correspondan al caso.

“RENTA. EL ARTÍCULO 72 DEL REGLAMENTO DE LA LEY QUE ESTABLECE EL IMPUESTO 
RELATIVO, AL CONSIDERAR A LAS INVERSIONES DENTRO DEL CONCEPTO DE EROGACIONES 
A QUE SE REFIERE EL DIVERSO 75 DE LA PROPIA LEY, ES INCONSTITUCIONAL. Jurisprudencia 
1a. XXXVI/2003, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, 
tomo XVIII, correspondiente a agosto de 2003, página 230, cuyo texto se transcribe a continuación: 
“De la interpretación lógico-jurídica de los términos “gastos” y “erogaciones”, se desprende que, para 
efectos fiscales, lo que se grava es el resultado de la acción de haber empleado un bien estimado 
en dinero para un fin determinado, esto es, dichos vocablos constituyen el resultado de las acciones 
de gastar y erogar determinadas cantidades de dinero que han salido del patrimonio del sujeto activo 
para un propósito específico. Ahora bien, el concepto “inversión”, en su más amplio sentido, consiste 
en la utilización de un bien para emplearlo en el tráfico económico jurídico con el ánimo de obtener un 
beneficio, por lo que no existe la intención de gastar y erogar, sino el de utilizar el bien para obtener 
determinadas ganancias. En este orden de ideas, se advierte que entre los gastos y erogaciones y las 
inversiones existen notorias diferencias, pues mientras en aquéllos el dinero sale del patrimonio del 
sujeto activo y como consecuencia pierde el ámbito de su disponibilidad; en las inversiones, el dinero 
no se eroga sino que se destina a la obtención de ganancias; además, por lo que se refiere al uso, 
en los gastos y erogaciones, generalmente, el dinero se da a cambio de otra cosa, a diferencia de 
las inversiones en que sólo se deposita, en algunos casos, en una institución de crédito, mediante un 
acuerdo de voluntades, para que ésta, a su vez, lo administre y le entregue al inversionista las utilidades 
y el capital, cuando aquél así lo solicite en los términos convenidos. En congruencia con lo anterior, se 
concluye que, en virtud de estas diferencias, las inversiones no pueden estar comprendidas dentro de las 
erogaciones y, por ende, el artículo 72 del Reglamento de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al señalar 
que para los efectos del artículo 75 de la ley que reglamenta se consideran erogaciones tanto los gastos 
como las inversiones que efectúe el contribuyente en un año calendario, con independencia del nombre 
con que se les designe, se extralimita de los márgenes señalados en el propio artículo 75, esto es, va 
más allá de lo previsto en la norma ordinaria, en contravención a lo que indica el artículo 89, fracción I, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y viola el principio de legalidad tributaria 
consagrado en el artículo 31, fracción IV, de la propia Constitución Federal.”

Estos precedentes, definen claramente lo que es un gasto y lo que es una inversión para efectos fiscales, aportando 
adicionalmente elementos para diferenciar un término de otro, por lo que válidamente podría partirse de los mismos para 
acotar los alcances de los términos de referencia.

Lo anterior, aun cuando en el segundo de ellos, la inversión a la que se hace referencia atienda evidentemente a un 
sentido netamente financiero, que no implica en si una erogación, debido a que el patrimonio destinado a tal efecto sigue 
siendo propiedad de quien la constituye, pues ello no implica que parte de los elementos que aporta dicho precedente para 
diferenciar a una inversión de un gasto, no resulten aplicables a las inversiones distintas a las que menciona, relacionadas 
con la adquisición de bienes o derechos destinados a la ejecución de las actividades del contribuyentes y por ende de 
forma indirecta a la obtención de un beneficio que se materializará mediante el incremento de la potencialidad para producir 
ingresos por un periodo determinado de tiempo, que es al final del día (como ya se verá) el elemento que se utiliza para 
diferenciar a un gasto de una inversión. 

Por lo anterior, partiremos de estos precedentes y de algunos otros elementos para definir ambos términos e identificar sus 
principales características. 

a.  Definición de inversión
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En adición a los precedentes citados debe tenerse en cuenta las definiciones que la doctrina puede aportarnos, toda vez 
que la LISR si bien establece un catálogo de los conceptos a los cuales les atribuye la naturaleza de inversión, es omisa al 
establecer que habremos de entender por esta especie de erogación.
 
En este contexto, encontramos que si bien existen infinidad de definiciones en relación con este término la gran mayoría 
de ellas dan mayor importancia, al sentido económico que se infiere del término, no siendo éste el objetivo del presente 
análisis, por ello, en lo que se refiere a las inversiones, acudiremos sólo a algunas definiciones que nos permitan en un 
sentido amplió conocer los alcances del término, para identificar cuando nos encontramos ante una inversión.

Así encontramos que el Diccionario de Finanzas, Valleta Ediciones, en su página 189 define a la inversión de la siguiente 
manera:

“Parte del ingreso utilizado en la adquisición de bienes de capital o destinados al incremento de las 
existencias. Empleo de capitales en aplicaciones productivas Aplicación de recursos económicos con el 
objetivo de obtener ganancias en un determinado periodo.”

Asimismo, el Diccionario de Economía y Negocios, Editorial ESPASA, en su página 348, aporta la siguiente definición:

“Colocación de fondos en un proyecto (de explotación, financiera, etc.) con la intención de obtener un 
beneficio en el futuro. Colocación de dinero en una operación financiera o proyecto con el fin de obtener 
una rentabilidad futura.”

Por último, tenemos que de igual forma el Diccionario de Economía, Editorial Trillas, en su página 215, dispone al respecto 
lo siguiente:

“Definida en forma estricta, la inversión es el grado en bienes de capital, sin embargo, en el lenguaje 
diario, también se emplea para designar la compra de cualquier activo o cuando se adquiere cualquier 
compromiso que implique un sacrificio inicial seguido de beneficios subsecuentes.” 

Podemos citar a infinidad de autores, que sostienen definiciones semejantes, pero en su mayoría dichas definiciones son 
coincidentes en que las inversiones consisten en un proceso en virtud del cual un sujeto o ente decide destinar recursos 
financieros líquidos a cambio de expectativas de obtener unos beneficios también líquidos, a lo largo de un plazo de tiempo, 
denominado vida útil, u horizonte temporal del proyecto.

Acotado lo anterior, encontramos por principio que haciendo un ejercicio para definir el término inversión en función de los 
precedentes y las definiciones incorporados con anterioridad puede claramente apreciarse, que las inversiones son partidas 
que tienen como fin “la utilización de un bien para emplearlo en el tráfico económico jurídico con el ánimo de obtener un 
beneficio” y que “pierden […] potencial para generar ingresos de manera paulatina […] conforme se deprecian por su uso, 
incidiendo en la consecución de los fines de la empresa, no sólo en el ejercicio en que se eroga el costo correspondiente, 
sino que trasciende a varios periodos fiscales”. 

Ahora bien, debe tenerse en cuenta para arribar a una definición totalmente congruente con el supuesto que nos ocupa, 
que el artículo 32 de la LISR, establece en su contenido el catálogo de los diversos tipos de erogaciones a los que asigna 
la naturaleza de inversiones, señalando que se considerarán como tales, los activos fijos, los gastos y cargos diferidos y 
las erogaciones realizadas en periodos preoperativos, conceptos que se encuentran estrechamente relacionados con las 
erogaciones tendientes a la adquisición de algún tipo de activo que le permita a la empresa materializar un rendimiento y 
no así con la colocación de recursos en un fondo monetario.
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Esto implica que la fracción IV, del artículo 25 de la LISR, sólo se refiere a una de las subespecies de la inversión vista en un 
sentido amplio que es aquella que se identifica con la adquisición de bienes y derechos con el legítimo afán de destinarlos 
a la realización de las actividades productivas del contribuyente incrementando las posibilidades de generar ingresos por 
este rubro, es decir sólo se refiere a aquellas inversiones que en sí mismas implican una erogación, y no a aquellas que se 
relacionan con la colocación de líquido en un determinado fondo monetario para obtención de un rendimiento. 

Por lo dicho y soportado de forma muy simple, puede válidamente concluirse que una inversión para los efectos que 
nos ocupan, es una partida que constituye una erogación para la adquisición de un bien o un activo, con la intención de 
generar algún rendimiento, que se resta de los ingresos acumulables del contribuyente atendiendo a la vida útil que la Ley 
presuntamente asigna al bien o activo. 

b. Definición de gasto

Continuando con la ilación propuesta se da paso a la delimitación del término gasto, concepto que al igual que los términos 
deducción e inversión no se encuentra definido de forma expresa en la LISR, resultando por ello, necesario acudir a la 
semántica como complemento a los precedentes que ya han sido invocados.

Así encontramos que al respecto la Real Academia Española en el Diccionario de la Lengua Española define gasto como 
“Acción de gastar” y el propio Diccionario define gastar como “1. tr. Emplear el dinero en algo. 2. tr. Deteriorar con el uso. 
U. t. c. prnl. 3. tr. Consumir (‖ gastar energía).”

Adicionalmente, la Norma de Información Financiera (NIF) A-5 define el término gasto como “el decremento de los activos 
o incremento de los pasivos de una entidad durante un periodo contable, con la intención de generar ingresos y con 
un impacto desfavorable en la utilidad o pérdida neta o, en su caso, en el cambio neto en el patrimonio contable y, 
consecuentemente, en su capital ganado o patrimonio contable, respectivamente”.

De lo hasta aquí expuesto, podríamos establecer que por gasto debemos entender: la cantidad erogada por los contribuyentes 
sin la posibilidad de recuperarla, esto es, las cantidades que al erogarse dan lugar a la disminución del patrimonio.
  
En este mismo contexto encontramos que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la 
contradicción de tesis 134/2003-SS definió al gasto de la siguiente manera:

“Ahora bien, de acuerdo a los principios de contabilidad, emitidos por el Instituto Mexicano de Contadores 
Públicos, por gasto se entiende lo siguiente:
‘El decremento bruto de activos (cuando los gastos son sufragados de contado) o incremento de pasivos 
(cuando son sufragados a crédito) experimentado por una entidad, con efecto en su utilidad neta, durante 
un periodo contable, como resultado de las operaciones que constituyen sus actividades primarias o 
normales y que tienen por consecuencia la generación de ingresos.’
De la definición anterior obtenemos los siguientes elementos:
- Decremento bruto de activos o incremento de pasivos con efecto en su utilidad neta: Este elemento 
se refiere a los esfuerzos o sacrificios económicos efectuados por la administración para alcanzar sus 
logros (ingresos). Estos esfuerzos se ven reflejados en el consumo, uso o enajenación de activos, o en 
la incurrencia de pasivos.
- Durante un periodo: Los gastos se pueden identificar directamente con los ingresos que aquéllos 
ayudaron a generar o se identifican con el periodo en el cual se generan los ingresos; el reconocimiento 
de los gastos sólo tiene significado dentro del periodo al cual corresponden.
- Como resultado de operaciones que constituyen sus actividades primarias o normales: Las actividades 
primarias, tal y como ya se señaló, son las que corresponden al giro de la entidad, y las normales son 
aquellas que sin ser la actividad primaria, son recurrentes a través del tiempo.
De lo anterior se puede concluir que tendrá el carácter de gasto la erogación que represente un 
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decremento bruto de los activos cuando se cubra en efectivo, o incremento de pasivo, cuando se contrae 
a crédito; pudiéndose identificar directamente con los ingresos que ayudó a generar, teniendo significado 
únicamente durante el periodo en que se realizó y, a diferencia de los activos, el gasto pierde el potencial 
de generar ingresos en el futuro.”

En base a lo transcrito anteriormente, podemos afirmar que para el Poder Judicial los gastos son las erogaciones que 
corresponden a un decremento patrimonial, que pueden ser identificadas directamente con los ingresos que ayudan a 
generar, que pierden el potencial para generar ingresos en el futuro, por lo que, sólo tienen relevancia en el periodo en que 
se realizaron. 

Lo anterior se ve reiterado en los precedentes que previamente fueron citados, por lo que en base a los mismos y a 
la ejecutoria incorporada con anterioridad, puede concluirse que a efecto de estar en posibilidad de identificar si una 
erogación constituye un gasto y por ende, deba recibir el tratamiento fiscal establecido para ellos, debemos verificar que 
reúna las siguientes características:

•	 Debe en principio constituir un decremento patrimonial, esto es que la consecuencia de su realización sea que el 
patrimonio de quién lo efectúa se vea minorado, ya sea por el incremento de los pasivos, o por la disminución de los 
activos.

•	 Debe permitir el que sea identificado directamente con los ingresos que ayudó a generar, o identificarse con algún 
periodo en el cual se generan ingresos.

•	 Debe perder potencial para generar ingresos en el futuro, por lo que, sólo debe tener relevancia en el ejercicio en que 
se realizaron. 

Así las cosas, sólo en la medida en que se cumplan estos elementos podrá afirmarse que nos encontramos ante un gasto.

Ahora bien, acotado lo anterior lo procedente será establecer las diferencias existentes entre ambos conceptos.

III. Diferencias entre gasto e inversión.

A efecto de ello, nos permitimos incorporar un cuadro comparativo, en el cual se identifica el elemento distintivo, desarrollándolo 
de forma específica en cuanto a lo que corresponde a una inversión y un gasto. En relación con el cuadro comparativo 
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anterior, nos resulta importante, el establecer como ejemplo, la manera en que el Poder Judicial de Federación lo atendió, 
de acuerdo con la forma en que el registro contable debe efectuarse, de acuerdo con cada partida correspondiente, el cual 
sería de la siguiente manera:

a. Registro contable, por gasto.

Del ejemplo puede apreciarse de forma clara, que el efecto patrimonial que incorpora un gasto a la esfera del contribuyente 
es precisamente un decremento, relacionado directamente con la erogación a través de la cual se materializa dicho gasto.

Esto a la luz de lo establecido por los precedentes existentes, implica que sólo en la medida que exista una disminución 
patrimonial, como la que se refleja en el ejemplo que antecede podremos estar ante la presencia de un gasto.

b. Registro contable por inversión.

Del ejemplo, plasmado con anterioridad, de forma contraria, en este no se desprende una minoración patrimonial en la 
esfera del contribuyente, pues resulta claro que a la par de la erogación mediante la cual se materializa la inversión se 
registra una partida de activo diversa que neutraliza dicha minoración.

Esto es, a la par de la erogación, existe una adquisición, por lo que el efecto de una inversión al momento de constituirse 
por lo general debe ser neutral, y empezará a darse lugar a la minoración patrimonial precisamente a partir de que el bien 
adquirido empiece a consumirse, no a partir del momento en que se realice la erogación para la adquisición del mismo.

Del ejercicio, pueden apreciarse de forma nítida diversos aspectos para su deducción, los cuales son los siguientes:

•	 El gasto da lugar a la deducción en función de la erogación misma mediante la cual se materializa, mientras que la 
inversión da lugar a la deducción en función de la pérdida de valor del bien que la representa no de la erogación en sí.

•	 El gasto no tiene como consecuencia la adquisición de nada a cambio, por lo que, materializa por regla general un 
decremento patrimonial, mientras que la inversión tiene como consecuencia inmediata el canje de algún recurso por un 
bien o activo no representando una disminución patrimonial.   

IV. Conclusiones.

En términos muy simples y generales, estas son las principales diferencias entre el concepto de gasto e inversión, las 
cuales permiten identificar de forma cierta el tratamiento que les corresponde, para efectos de su deducibilidad, atendiendo 
su definición, naturaleza jurídica, características y diferencias.
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En este sentido es que estaremos ante una inversión cuando se realice una erogación para la adquisición de un bien 
o un activo, con la intención de generar algún rendimiento, que se resta de los ingresos acumulables del contribuyente 
atendiendo a la vida útil que la Ley presuntamente asigna al bien o activo, a través del cual se materializa, ya que el 
legislador considera que su realización tiene como consecuencia por un lapso de tiempo determinado a los ingresos que 
resultan gravados por la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

Siendo que estaremos ante un gasto, cuando se realicen las acciones de gastar y erogar determinadas cantidades 
de dinero que han salido del patrimonio, causando, así como resultado un decremento patrimonial, para un propósito 
específico identificado directamente con los ingresos que a ayudan a genera, y con significado y efectos en el ejercicio al 
cual corresponden. 



Tesis y Jurisprudencias
Diciembre 2019

Enero 2020

Autor:
Lic. Omar Sandoval Ortega 

Comisión Fiscal



39BOLETÍN
TÉCNICO

Época: Décima Época Registro: 2021387 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: jurisprudencia Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación Publicación: viernes 10 de enero de 2020 10:11 h 
Materia(s): (Administrativa) Tesis: XVI.1o.A. J/55 A (10a.) 

PRESUNCIÓN DE INGRESOS POR DEPÓSITOS EN LA CUENTA BANCARIA DEL CONTRIBUYENTE. PARA 
DESVIRTUARLA CON UN CONTRATO DE MUTUO SIMPLE O CON INTERÉS DEBE PROBARSE SU MATERIALIDAD, 
ENTRE OTROS MEDIOS, CON LOS RECIBOS O ESTADOS DE CUENTA DEL MUTUANTE.

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 56/2010, consultable en 
la página 838 del Tomo XXXI, mayo de 2010, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
de rubro: “PRESUNCIÓN DE INGRESOS ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN. SE ACTUALIZA CUANDO EL REGISTRO DE LOS DEPÓSITOS BANCARIOS EN LA 
CONTABILIDAD DEL CONTRIBUYENTE OBLIGADO A LLEVARLA, NO ESTÉ SOPORTADO CON LA DOCUMENTACIÓN 
CORRESPONDIENTE.”, determinó que la estimativa indirecta de ingresos contenida en el precepto señalado, faculta a 
la autoridad fiscal a considerar los depósitos bancarios no registrados en la contabilidad del contribuyente como ingresos 
y valor de los actos o actividades por los que debe pagar contribuciones, cuando no sustenta documentalmente en su 
contabilidad el registro de sus transacciones comerciales. De acuerdo con lo anterior, para desvirtuar con un contrato de 
mutuo simple o con interés la presunción relativa a que los depósitos en la cuenta bancaria del contribuyente son ingresos, 
debe probarse su materialidad y que el mutuatario depositó en la cuenta del contribuyente el importe pactado en ese 
acuerdo de voluntades, precisamente para cubrir el adeudo, entre otros medios, con los recibos o estados de cuenta del 
mutuante, pues la exhibición del contrato solamente acredita la realización de éste, pero es insuficiente para justificar la 
efectiva transferencia del numerario que en él se indica, sobre todo que en la presunción aludida se encuentra implícito el 
principio ontológico de la prueba, en el sentido de que lo ordinario es que los contribuyentes que desarrollan actividades 
lucrativas perciben ingresos con motivo de éstas, salvo prueba en contrario, por lo cual, la norma fiscal considera que los 
depósitos en las cuentas bancarias del contribuyente constituyen ingresos.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO.

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 21/2013. Administrador Local Jurídico 
de Celaya, unidad administrativa encargada de la defensa jurídica del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe 
del Servicio de Administración Tributaria y del Administrador Local Jurídico de León. 11 de abril de 2013. Unanimidad de 
votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretaria: Esthela Guadalupe Arredondo González. 

Amparo directo 511/2013. Aceros, Tubos y Andamios de Irapuato, S.A. de C.V. 14 de noviembre de 2013. Unanimidad de 
votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretario: Pedro Hermida Pérez. 

Amparo directo 552/2015. Jegco, S.A. de C.V. 17 de marzo de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Ariel Alberto Rojas 
Caballero. Secretario: Arturo Amaro Cázarez. 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 62/2016. Director de lo Contencioso, 
en suplencia por ausencia del Secretario de Finanzas, Inversión y Administración del Gobierno del Estado de Guanajuato, 
así como la Administradora Desconcentrada Jurídica de Guanajuato “3”, en suplencia por ausencia del Jefe del Servicio de 
Administración Tributaria. 18 de agosto de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Secretario: 
Arturo Amado Cázarez.

Amparo directo 179/2018. 12 de julio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Secretaria: 
Silvia Vidal Vidal. 
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Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2020, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

Época: Décima Época 
Registro: 2021382 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 10 de enero de 2020 10:11 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: 2a./J. 154/2019 (10a.) 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN PRELIMINAR 
QUE CONTIENE LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES DEL CONTRIBUYENTE, A QUE SE 
REFIERE EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, DADO QUE NO 
CAUSA AGRAVIO EN MATERIA FISCAL.

La citada resolución inicial no constituye el producto final o la voluntad definitiva del Servicio de Administración Tributaria 
mediante la cual defina la situación jurídica del contribuyente, tan es así que éste cuenta con un plazo para manifestar 
lo que a su interés convenga, así como aportar la información y documentación para desvirtuar los hechos objeto de la 
presunción generada, razón por la cual aún no le causa agravio en materia fiscal, al no establecer de manera concluyente 
la inexistencia de las operaciones; por tanto, contra la resolución preliminar que contiene la posible inexistencia de 
operaciones del contribuyente es improcedente el juicio contencioso administrativo federal, al no surtirse el supuesto de la 
fracción V del artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

SEGUNDA SALA

Contradicción de tesis 253/2019. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito y el Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 5 de septiembre de 
2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. 
Montserrat Torres Contreras.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.18o.A.55 A (10a.), de título y subtítulo: “INICIO DEL PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE 
INEXISTENCIA DE OPERACIONES. PROCEDE EL JUICIO DE NULIDAD EN SU CONTRA DADA LA AFECTACIÓN 
JURÍDICA QUE SU PUBLICIDAD ACARREA.”, aprobada por el Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas, 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 54, Tomo III, mayo de 2018, página 2581; y,

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 
10/2019.

Tesis de jurisprudencia 154/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintitrés 
de octubre de dos mil diecinueve. 
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Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2020, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

Época: Décima Época 
Registro: 2021370 
Instancia: Plenos de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 03 de enero de 2020 10:04 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: PC.III.A. J/77 A (10a.) 

VALOR AGREGADO. LA ENAJENACIÓN DE ACEITE DE GALLINA, GRASA, HARINA DE PLUMA Y SANGRE, HARINA 
DE CARNE Y HUESO, HARINA DE CARNE Y GRASA ANIMAL O SEBO, DE DIVERSOS TIPOS DE ANIMALES DE 
GRANJA, QUE SON EMPLEADOS COMO COMPONENTES PARA LA ELABORACIÓN DE ALIMENTO PARA GANADO, 
DEBE GRAVARSE CONFORME A LA TASA GENERAL DEL 16%.

La evolución legislativa del artículo 2o.-A, fracción I, inciso b), de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, que establece la 
tasa preferencial del 0% a la enajenación de “productos destinados a la alimentación”, conduce a estimar que tal disposición 
debe entenderse referida exclusivamente a la alimentación humana y no a la de animales, pues de la exposición de motivos 
correspondiente puede advertirse que lo pretendido por el legislador fue coadyuvar con el sistema alimentario mexicano, 
así como proteger y mejorar el nivel de vida de las clases sociales menos favorecidas y, en general, reducir el impacto de 
los precios entre el gran público consumidor. En esas condiciones, los productos identificados como aceite de gallina, grasa, 
harina de pluma y sangre, harina de carne y hueso, harina de carne y grasa animal o sebo, de diversos tipos de animales 
de granja, que son empleados como componentes para la elaboración de alimento para ganado, al no estar destinados 
a la alimentación humana, como lo exige la normatividad aplicable, por tratarse sólo de insumos o materias primas para 
fabricar alimentos para animales, si bien pudieran llegar a ser consumidos de manera directa sin que ello represente algún 
riesgo para la salud de quienes los ingieren, es incuestionable que esa sola posibilidad no permite considerarlos como 
destinados en forma exclusiva a la alimentación humana, debido a que no se trata de productos de consumo popular, 
común o generalizado entre la población, sino de meros componentes para elaborar alimento para ganado. Por ello, la 
enajenación de ese tipo de productos debe considerarse excluida de la aplicación de la tasa del 0% prevista en el referido 
numeral y, en consecuencia, deberá gravarse conforme a la tasa general del 16%.

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.

Contradicción de tesis 12/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero, Sexto y Séptimo, todos en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito, así como el sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Morelia, Michoacán. 23 de septiembre de 2019. La votación se dividió en 
dos partes: Unanimidad de siete votos por la existencia de la contradicción de tesis, de los Magistrados Jesús de Ávila 
Huerta, Claudia Mavel Curiel López, Filemón Haro Solís, José Manuel Mojica Hernández y Jorge Héctor Cortés Ortiz, así 
como los Magistrados Roberto Charcas León y Silvia Rocío Pérez Alvarado, quienes formularon voto concurrente. En 
cuanto al fondo, mayoría de cuatro votos de los Magistrados Claudia Mavel Curiel López, Filemón Haro Solís, José Manuel 
Mojica Hernández y Roberto Charcas León, quien formuló voto concurrente. Disidentes: Jesús de Ávila Huerta, Jorge 
Héctor Cortés Ortiz y Silvia Rocío Pérez Alvarado. Ponente: Claudia Mavel Curiel López. Secretario: Bolívar López Flores.

Criterios contendientes: 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la revisión fiscal 
108/2018, el sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo 
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directo 302/2017, el sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver 
la revisión fiscal 130/2018, y el diverso sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Tercera Región, con residencia en Morelia, Michoacán, al resolver el amparo directo 683/2016 (cuaderno auxiliar 279/2017). 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de enero de 2020, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

Época: Décima Época 
Registro: 2021337 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 03 de enero de 2020 10:04 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: III.1o.A. J/3 A (10a.) 

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE GUADALAJARA, 
JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019, AL ESTABLECER UNA REDUCCIÓN EN SU PAGO A LOS PREDIOS 
RÚSTICOS DESTINADOS A FINES AGROPECUARIOS O LOS QUE TENGAN USO HABITACIONAL POR PARTE DE 
SUS PROPIETARIOS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA.

El beneficio establecido en el precepto citado, consistente en aplicar un factor de 0.5 sobre el monto total del impuesto 
predial a pagar, esto es, una reducción del 50%, tiene justificación por sí mismo, ya que los propietarios de predios rústicos 
que los destinen a fines agropecuarios o les den uso habitacional en su beneficio, no se ubican en la misma situación que 
los demás causantes de la contribución mencionada pues, por una parte, el destino de dichos inmuebles refleja razones 
sociales o económicas que los diferencian del resto de los contribuyentes, advirtiéndose así inherente la finalidad del 
legislador de incentivar las actividades primarias como la agropecuaria y, por otra, los propietarios de predios rústicos y 
urbanos tienen características distintas. Por tanto, la porción normativa señalada no viola el principio de equidad tributaria, 
previsto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.

Amparo en revisión 318/2019. Beck Inmuebles, S.A. de C.V. 18 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jesús de Ávila Huerta. Secretario: Bernardo Olmos Avilés.

Amparo en revisión 289/2019. Inmuebles Marco Polo, S.A. de C.V. 18 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Gloria Avecia Solano. Secretario: Francisco Javier Elizarrarás Monroy. 

Amparo en revisión 323/2019. María Teresa Beckmann González. 30 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Gloria Avecia Solano. Secretaria: Eunice Sayuri Shibya Soto.

Amparo en revisión 333/2019. José Luis Baruquí Michel. 15 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: René 
Olvera Gamboa. Secretario: Mauricio Fernando Villaseñor Sandoval.

Amparo en revisión 322/2019. Eduardo Martínez González. 6 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: René 
Olvera Gamboa. Secretario: Ricardo Manuel Gómez Núñez.
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Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de enero de 2020, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

Época: Décima Época 
Registro: 2021317 
Instancia: Plenos de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 13 de diciembre de 2019 10:25 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: PC.XV. J/38 A (10a.) 

VALOR AGREGADO. PARA DETERMINAR SI UN MATERIAL TIENE LA CALIDAD DE “DESPERDICIO”, A QUE SE 
REFIERE EL ARTÍCULO 1o.-A, FRACCIÓN II, INCISO B), DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, DEBE ACUDIRSE 
A LA REGLA 4.1.2. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2016.

El citado precepto legal establece la obligación de las personas morales de efectuar la retención del impuesto al valor 
agregado que se les traslade, cuando adquieran desperdicios para ser utilizados como insumo de su actividad industrial o 
para su comercialización, pero no define lo que debe entenderse por “desperdicios”; sin embargo, esa cuestión la precisa 
de manera directa y completa la regla 4.1.2. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2016, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación de 23 de diciembre de 2015, que constituye una disposición de observancia general cuya finalidad es 
precisar la regulación establecida en el artículo 1o.-A, fracción II, inciso b), de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, con 
el fin de lograr su eficaz aplicación; por consiguiente, es innecesario acudir a lo previsto en otras leyes fiscales, como el 
artículo 2o., fracción XII, de la Ley Aduanera, o a algún otro método de interpretación como el gramatical.

PLENO DEL DECIMOQUINTO CIRCUITO.

Contradicción de tesis 3/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo, Cuarto y Sexto, todos del 
Décimo Quinto Circuito. 29 de octubre de 2019. Unanimidad de ocho votos de los Magistrados Raúl Martínez Martínez, 
Graciela M. Landa Durán, Gerardo Manuel Villar Castillo, Isaías Corona Coronado, Adán Gilberto Villarreal Castro, Alejandro 
Gracia Gómez, Rosa Eugenia Gómez Tello Fosado y María Elizabeth Acevedo Gaxiola. Ponente: Gerardo Manuel Villar 
Castillo. Secretario: Óscar Jaime Carrillo Maciel.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 200/2018, el 
sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 362/2018, y el diverso 
sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 13/2018.

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los 
Plenos de Circuito, esta tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 3/2019, resuelta por el Pleno del 
Decimoquinto Circuito.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2019 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 02 de enero de 2020, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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Época: Décima Época 
Registro: 2021286 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 13 de diciembre de 2019 10:25 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: III.1o.A.50 A (10a.) 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. DEBE CALCULARSE CONFORME A LA TASA DEL 0% TRATÁNDOSE DE 
MEDICAMENTOS HERBOLARIOS CON REGISTRO SANITARIO.

De la interpretación sistemática de los artículos 2o.-A, fracción I, inciso b), de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, 7 de 
su reglamento y 221 de la Ley General de Salud, se colige que, para efectos del cálculo de dicha contribución conforme a 
la tasa del 0%, debe entenderse por “medicamento” toda sustancia o mezcla de sustancias de origen natural o sintético que 
tenga efecto terapéutico, preventivo o rehabilitatorio (1), se presente en forma farmacéutica (2) y se identifique como tal por 
su actividad farmacológica, características físicas, químicas y biológicas (3); aunado a ello, el registro sanitario expedido 
por la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, entidad oficial encargada de establecer cuándo se 
está en presencia de un medicamento, de acuerdo con los artículos 194, 368 y 376 de la Ley General de Salud, así como 
1 y 3 del reglamento de la comisión mencionada, es el documento idóneo y pertinente para acreditar la naturaleza del 
producto a comercializar. Entonces, si el precepto 224, fracción III, de la propia ley sanitaria, define a los medicamentos 
herbolarios como aquellos presentados en forma farmacéutica, que tienen eficacia terapéutica y seguridad confirmadas 
científicamente en la literatura nacional o internacional, se concluye que, de acuerdo con la definición del legislador, reúnen 
los tres elementos señalados, por lo cual, si cuentan con el registro correspondiente que así los acredite, les es aplicable 
la indicada tasa del 0%.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.

Amparo directo 133/2019. Salud Natural Mexicana, S.A. de C.V. 15 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gloria Avecia Solano. Secretaria: Norma Alicia Naveja Macías.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2019 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2021283 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 13 de diciembre de 2019 10:25 h 
Materia(s): (Común) 
Tesis: I.9o.C.50 C (10a.) 

EXTINCIÓN DE DOMINIO. PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL PARA IMPEDIR LOS EFECTOS 
Y CONSECUENCIAS DE LA LEY RELATIVA, RELACIONADOS CON LA REGULACIÓN DE LOS REQUISITOS PARA 
GOZAR DE “LA PRESUNCIÓN DE BUENA FE EN LA ADQUISICIÓN Y DESTINO DE BIENES”, CUANDO SE RECLAME 
COMO NORMA AUTOAPLICATIVA.

Procede conceder la suspensión provisional para impedir los efectos y consecuencias de la Ley Nacional de Extinción de 
Dominio, relacionados con la regulación de los requisitos para gozar de “la presunción de buena fe en la adquisición y 
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destino de bienes” establecidos en su artículo 15. Lo anterior es así, porque la citada norma exige cumplir, por el solo inicio 
de su vigencia (norma autoaplicativa), con una serie de requisitos para poder gozar de la presunción de buena fe; que 
deben acreditarse para no ver afectado un bien en un procedimiento de extinción de dominio. Atento a ello, procede que los 
efectos y consecuencias de dicha norma sean suspendidos en tanto se juzga su inconstitucionalidad; sin que en el caso se 
actualice la afectación al interés social a que se refiere el artículo 129, fracción XII, de la Ley de Amparo, pues no se está 
en presencia de un procedimiento de extinción que haya iniciado, ni se impide su prosecución. En consecuencia, procederá 
la suspensión solicitada para el efecto de que, sin suspender la instauración o prosecución de algún procedimiento de 
extinción de dominio, no se haga la venta anticipada de los bienes afectos a dicho procedimiento, aunque se inobserven 
los requisitos de la citada presunción de buena fe en la adquisición y destino de los bienes.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 304/2019. Inmobiliaria Hernán del Sureste, S.A. de C.V. 7 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Marco 
Polo Rosas Baqueiro. Secretario: Alejandro Solís López.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2019 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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Contabilidad por áreas 
de responsabilidad en el 

sector público

Comisión de Sector Gobierno

Una persona se caracteriza por su responsabilidad 
porque tiene la virtud no solo de tomar una serie de 
decisiones de manera consciente, sino también de 
asumir las consecuencias que tengan las citadas de-
cisiones y de responder de las mismas ante quien 
corresponda en cada momento.
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Concepto:
La Contabilidad por áreas de Responsabilidad, es aquélla que clasifica la información contable y estadística de las actividades 
de una entidad económica, de acuerdo con la autoridad y responsabilidad de los directores, jefes de departamento, 
coordinadores de área, o los responsables de ellas.

Inicialmente esta técnica se establece en la Iniciativa privada (empresas) con la intención de controlar los ingresos, costos y 
gastos, tomando en consideración los registros contables, las responsabilidades asignadas a cada funcionario o supervisor 
de área o departamento.

Contabilidad por áreas de Responsabilidad en el Sector Público.

Objetivo:
Establecer una metodología en la que se defina la información y responsabilidad de las diversas áreas del ente público, a 
partir de la operación (gestión) y en base a los Centros de Registro, al Plan de Cuentas emitido por CONAC; identificando 
las cuentas a nivel y los que afectan en forma directa el contenido de las cuentas contables, con la intención de vigilar los 
movimientos, saldos y obtener los reportes de cada uno de ellos o por grupos. 

Antecedentes.
El Consejo Nacional de Armonización Contable, publicó el Manual de Contabilidad Gubernamental y en su capítulo II, 
define los Centros de Registro:

Por “Centro de Registro” del SICG se entenderá a cada una de las áreas administrativas donde ocurren 
las transacciones económico/financieras y, por lo tanto, desde donde se introducen datos al sistema en 
momentos o eventos previamente seleccionados de los procesos administrativos correspondientes.

La introducción de datos a la Contabilidad Gubernamental, tal como lo señala la Ley de Contabilidad, debe generarse 
automáticamente y por única vez a partir de dichos procesos administrativos de los entes públicos.

En una primera etapa operan en calidad de Centros de Registros del SICG, las unidades ejecutoras 
de los ingresos, del gasto y del financiamiento y las oficinas centrales encargadas de los sistemas de 
planeación de los ingresos, egresos y crédito público, así como de la tesorería y contabilidad.

En una segunda etapa, incorporan al sistema las unidades responsables de programas y proyectos y los 
bancos autorizados por el Gobierno para operar con fondos públicos (recaudación y pagos).

Los titulares de los Centros de Registro son los responsables de la veracidad y oportunidad de la 
información que incorporen al sistema.

Para ello se establecen normas, procedimientos de control interno, técnicos y de seguridad.

Las unidades de administración de cada ejecutor del gasto tienen la responsabilidad “de planear, programar, presupuestar, 
y en su caso establecer medidas para la administración interna, control y evaluación de sus actividades que generen gasto 
público.”

También son responsables de programar, presupuestar, administrar y evaluar los recursos humanos, materiales y 
financieros que se asignan a los ejecutores del gasto, así como coordinar la rendición de cuentas que compete a cada 
uno de ellos. 
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VENTAJAS DE LA CONTABILIDAD POR ÁREAS DE RESPONSABILIDAD

1.	 Facilita los procesos de registro contable, la correcta evaluación de ellos, realizados en cada uno de la cuentas o 
auxiliares afectables.

2.	 Proporciona información y señala las áreas que son responsables de los movimientos y saldos, en todos los casos 
debe haber un responsable a cargo.

3.	 Ayuda a la aplicación de la administración por excepción.

4.	 Permite a cada responsable de área comparar los movimientos y lo registrado en la contabilidad obteniendo información 
suficiente para atender las variaciones y aclararlas en el momento, con la intención de justificar los saldos.

5.	  Identifica a los responsables de los movimientos y en su caso a realizar las aclaraciones, con relación a documentos 
o información adicional.

6.	 Elimina las inconsistencias y la presentación tradicional de los resultados favoreciendo una mejor delimitación de 
responsabilidad.

7.	 Ayuda a concentrar información para efectos de las Notas a los Estados Financieros.

8.	 Se facilita la dirección hacia donde se debe canalizar la solicitud de la información por efectos de transparencia.

ESTRUCTURA DE LA ORGANIZACIÓN COMO FUNDAMENTO DEL SISTEMA DE CONTABILIDAD POR ÁREAS DE 
RESPONSABILIDAD.

El sistema de contabilidad por áreas de responsabilidad no se podrá implementar en un ente público, donde no esté 
perfectamente definido el papel que juega cada uno de los miembros de la organización; es necesario que esté perfectamente 
delimitada la autoridad y la responsabilidad de cada uno. (Reglamento Interno)
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Es lamentable encontrar empleados con muchos años de trabajo en una Institución que aún no tiene definida su función 
de manera formal; esto exige la definición de actividades y responsables de cada uno de los que integran la Organización, 
(Agenda de Labores, Descripción de puestos, Reglamento Interno, etc.) determinando su responsabilidad, para poder 
conocer si se está cumpliendo o no con esos fines.

Por lo que se hace necesaria la elaboración de un manual de organización.

Para que el sistema como el que se propone se pueda implantar se requiere o hay que tener en cuenta los siguientes 
aspectos para que no haya problema una vez se haya tomado la decisión de adaptarlo:

•	 Se parte del plan de cuentas de CONAC, el cual permite identificar el origen y la naturaleza de los registros.

•	 La definición adecuada de cada centro de registro.

•	 La determinación clara de la responsabilidad y definición de las cuentas bajo su control.

•	 Sobro todo se debe hacer conciencia a los responsables de cada centro de registro, que deben conocer el origen de 
cada movimiento, con la intención de, en su caso, justificar el saldo, soportándolo con los documentos correspondientes 
(Documentos fuentes).

EVALUACIÓN DE LAS DIFERENTES ÁREAS DE RESPONSABILIDAD.

El área indicada para evaluar el desempeño de los centros de registro, será el de Contabilidad, ya que es ésta la que podrá, 
en su momento, elaborar las notas a los estados financieros y  por otra responder de una manera genérica del contenido 
de los registros, por lo tanto se le debe dotar de autoridad en este tema para solicitar el visto bueno de los movimiento y 
saldos  en forma periódica, hacia los centros de registro.

El Plan de Cuentas, emitido por CONAC se compone de:

1.	 GÉNERO: Considera el universo de la clasificación.
2.	 GRUPO: Determina el ámbito del universo en rubros compatibles con el género en forma estratificada, permitiendo 

conocer a niveles agregados su composición.
3.	 RUBRO: Permite la clasificación particular de las operaciones del ente público.
4.	 CUENTA: Establece el registro de las operaciones a nivel cuenta de mayor.
5.	 SUBCUENTA: Constituye un mayor detalle de las cuentas.

Propuesta:
La propuesta es que se defina la responsabilidad identificando las cuentas contables, a partir de su afectación u operación, 
esto es; qué área o centro de registro afecta la cuenta o en su caso la sub-cuenta, también debemos considerar quién es 
el responsable del control o justificación del saldo.

Ejemplo:
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Existen cuentas de Mayor que podrán ser afectadas por varios centros de registro, las cuales se pueden dividir en sub-
cuentas, en este caso, la responsabilidad será definida por éstas últimas; el ejemplo clásico es el de la cuenta:

1123.- Deudores Diversos, la cual en la práctica se localizan sub-cuentas como puede ser:

01.- Gastos a comprobar
02.- Responsabilidades de Funcionarios y Empleados
03.- Otros Deudores.
04.- Jóvenes Empresarios
05.- Por Apoyos: etc.

Las cuentas de anticipos podrán ser la responsabilidad del área de Egresos, o compras, proveeduría, etc. con la intención 
de vigilar y en su caso controlar los pagos.

Las cuentas del Activo no Circulante corresponden a dos áreas:

1.- Obras Públicas, por las obras en proceso y

2.- Al área de Patrimonio.

Esta también deberá de conocer de los bienes en comodato, tanto los otorgados como los recibidos.
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En el tema de las depreciaciones, mi opinión es que éstas deberán se calculadas, controladas y afectadas contablemente 
desde el Centro de Registro del Patrimonio, en su caso bajo la supervisión de Contabilidad.

En el caso del Pasivo Circulante, en lo general se definen por el nombre  de la cuenta de mayor, sin embargo es conveniente 
analizar los registros (auxiliares) y determinar o proponer quién deberá de asumir la responsabilidad de dichas cuentas.
Así tenemos que la cuenta 2111.- Servicios Personales por pagar a corto plazo, necesariamente el responsable de sus 
movimientos y contenido es el área de Recursos Humanos.

En el caso de la cuenta 2117- le corresponde al departamento de contabilidad; ya que es quien deberá de controlar los 
retenidos y presentar las declaraciones fiscales.

Es importante el control de los registros de movimientos y saldos de las cuentas de resultado; por lo que se refiere a los 
ingresos, (Género 4) éstas deberán de ser direccionadas bajo la responsabilidad del área de ingresos ya que esta mantiene 
un relación con los presupuestos estimados.

Por lo que se refiere a los gastos, existen cuentas que deben ser vigiladas en forma permanente por el área de Recursos 
Humanos o Personal, como son las cuentas de sueldos, dietas, salarios, etc.

De la misma forma en las que se registran el pago de costos asociados a la nómina, como puede ser el IMSS, Pensiones, 
prestaciones diversas, etc.

Las Cuentas de Orden Presupuestario (Género 8), le corresponden al departamento de Control presupuestal; en este 
punto es muy importante que en cada cierre de periodo se realice la conciliación Contable Presupuestal; de esta forma se 
tendrá la seguridad de que los registros se están realizando correctamente.

Así mismo se recomienda analizar los movimientos y saldos de las cuentas de registro de los momentos contables.

Formato propuesto para efecto del control y constancia de que los centros de registro se encuentran enterados de los 
movimientos y como consecuencia de los saldos: Anexo No. 1.



Los 11 pasos que debe 
dar el líder de la familia 

empresaria

Autor:
CPC Mario Rizo Rivas

Artículo Especial

El líder de la familia debe hacer compatibles los intereses divergentes entre la 
empresa y la familia, y procurar la felicidad de la familia y la rentabilidad de la 

empresa para su permanencia de generación en generación.
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Una gran parte del tejido empresarial en México está formada por empresas de carácter familiar, reguladas muchas de ellas 
por el Protocolo Familiar. Las empresas familiares son aquellas en las que la propiedad o el poder de decisión pertenecen, 
total o parcialmente, a un grupo de personas que son parientes consanguíneos o afines entre sí.

En relación con las empresas familiares creemos que es fundamental establecer un marco de principios jurídicos que 
permita planificar la vida empresarial dentro de la familia y empresa. A su vez, se vela por su subsistencia, se protege la 
transmisión a las futuras generaciones y se establecen medios de resolución de posibles conflictos.  Se trata de establecer 
un equilibrio entre la vida familiar y el patrimonio.

Todo ello se regula en el denominado Protocolo Familiar. Es una herramienta para la seguridad y protección del patrimonio, 
del negocio y de la familia misma. Debe reflejar además la propia cultura, principios y valores de cada familia.

En la vida y en los negocios existen reglas implícitas que definen el camino hacia el éxito. Esta es la finalidad de listar 
los 11 pasos que deben seguir los líderes de las empresas familiares que quieran transitar hacia un modelo de gestión 
institucional, para convertirse en familia empresaria. El mejor ejecutivo es aquél que tiene el sentido suficiente para 
escoger hombres buenos para hacer lo que quieren hacer y la moderación suficiente para no meterse con ellos 
mientras lo hacen.  Theodore Roosevelt

Si bien el hecho de que no estén escritas, dichas reglas de gestión no pueden pasar desapercibidas para tu negocio. Aquí 
no aplica la vieja excusa de que regla no conocida no es posible aplicarla.

Analízalas:

1. Comunicación efectiva

El diálogo abierto, la apertura de opinión y el flujo periódico de información son aspectos que determinan una comunicación 
eficiente. Para comenzar un nuevo proceso, una iniciativa de crecimiento conocida como institucionalización, el líder debe 
promover la transparencia en la información: hacer del conocimiento de los involucrados sus intereses y sus planes y, 
al mismo tiempo, permitir que participen en la aportación de ideas. La comunicación humana es la clave del éxito 
personal y profesional. Paul J. Meyer.

2. Separación de fronteras

Crear una empresa es en sí un reto, pero levantar y mantener una empresa familiar requiere de un doble esfuerzo, ya 
que hacer negocios con la familia demanda de una mejor planeación para evitar inmiscuir los sentimientos y los lazos que 
pueden estancar el progreso del negocio.

Dentro del proceso de institucionalización de la empresa familiar, los miembros de la familia deben tener la capacidad 
de distinguir los límites entre el negocio y la familia, para de esta manera determinar el alcance de las responsabilidades 
que implica pertenecer a cada una de dichas áreas. Los conflictos familiares no se deben llevar al negocio y viceversa. 
Asimismo, la familia debe tener claro que ser accionista y/o dueño de la empresa no le da el derecho de dar órdenes 
acerca del manejo de la gestión de operación de la misma, sino que le permite pedir rendimiento de cuentas acerca de 
las utilidades. Esta independencia implica un mayor empoderamiento, lo cual suele pasarse por alto, teniendo en mente 
que ser el director general es tener la máxima autoridad. Separar los asuntos de negocio y familia: Sin esta concepción 
estaremos en una permanente confusión y conflicto de intereses que dificultan mucho el sueño de la continuidad de la 
empresa familiar.
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Definir bien los roles: Si están iniciando un negocio, lo más importante es definir bien los roles. Por ejemplo: en la familia 
existe un padre que es la cabeza de la familia, no por eso él debe ser la cabeza de la empresa. Siempre hay que buscar el 
mejor rol que pueda uno desempeñar de acuerdo con sus capacidades y habilidades personales.

3. Planeación estratégica

El líder de la empresa familiar debe conocer el territorio que se encuentra pisando para saber hacia dónde desea emprender 
su camino. La visión y misión del líder deben estar alineadas a los de su negocio. El líder debe saber dónde se está ubicado 
y a dónde desea ir, para generar un plan estratégico que defina cómo lograr sus objetivos y con apoyo de qué personas. 
Existen herramientas de ayuda para llevar a cabo este paso, como la realización de un FODA que defina aspectos internos 
y externos que están impactando la operación empresarial y la armonía familiar, lo cual permitirá encontrar puntos de 
conexión entre estos aspectos. La estrategia sin tácticas es la ruta más lenta hacia la victoria. Las tácticas sin 
estrategia son el ruido antes de la derrota. Sun Tzu

4. Deseo llevado hasta el monitoreo

Si bien el deseo es el comienzo de toda acción, no es más que anhelo y aspiración no cristalizada. Por ello, para convertirse 
en algo tangible que demuestre el logro de nuestros objetivos, debemos tener la firmeza para tomar la decisión de comenzar 
con la implementación de herramientas basadas en las mejores prácticas. Esto posibilita que tanto la familia como los 
colaboradores de nuestra empresa se suban al barco, con el compromiso de institucionalizar y crecer el negocio. Cabe 
mencionar que el compromiso en la implementación y desempeño será monitoreado y evaluado de forma periódica para 
asegurar que cumple con la finalidad de alcanzar las metas planteadas. De estar tomando el camino equivocado, o bien, 
de haber logrado ya nuestro objetivo, el líder tendrá a la mano un proceso de resultados constantes. La administración 
es la eficiencia en escalar la ladera del éxito; el liderazgo determina si la ladera está apoyada en la pared correcta. 
Stephen Covey

5. Compromiso y responsabilidad hacia la calidad

No todo depende de la familia como tal, sino también de los responsables del funcionamiento de la empresa. Si bien se 
plantea la idea de institucionalización y de convertirnos en una familia empresaria, de manera que se asegure la continuidad 
de la empresa y la igualdad hacia los involucrados, también hay que focalizar la calidad en el desempeño del trabajo. Que 
no se deje en el olvido. Así, dentro de la misma planeación se debe plantear la responsabilidad hacia el proceso operativo, 
mediante la implementación de un adecuado control de calidad. La supervivencia del negocio se refleja en gran parte en la 
satisfacción de sus clientes, quienes demandan productos y servicios a la altura de sus expectativas. De ello depende que 
el cliente continúe siendo fiel. Sin compromiso, no puede haber profundidad en nada, ya se trate de una relación, un 
negocio o una afición. Neil Strauss.

6. Elección y autonomía del sucesor

La sucesión suele conocerse como el Talón de Aquiles de la empresa familiar, ya que es el paso que define la persistencia 
o decadencia de la misma. Un plan ineficiente de sucesión o bien una falta de apego a las reglas establecidas, podrían 
llevar a la empresa y a la familia a la destrucción. El líder actual debe formar los criterios de selección en base a sus valores 
y objetivos, así como tomando en cuenta el perfil que se requiere llenar según el giro del negocio. Se debe buscar a una 
persona capacitada y con experiencia, así como con amplio conocimiento de la empresa y su mercado. Durante los inicios 
del sucesor, será primordial que el líder actual lo acompañe en el camino. Se debe formar para que llegado su momento 
reciba total confianza y autonomía en la toma de decisiones. Se recomienda invertir por lo menos un 10% de su tiempo en 
un plan de sucesión y preparación de los sucesores, que permita saber cómo llevar a cabo el cambio, sin poner en riesgo 
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su empresa, patrimonio y en ocasiones la armonía e integración familiar. El poder no es control. El poder es fuerza y es 
darles esa fuerza a otros. Un líder no es alguien que obliga a otros para hacerse más fuerte. Beth Revis

7. Formación y capacitación constante 

La formación del líder es crucial y por ende la de los demás colaboradores que se desempeñan en la empresa. El sucesor 
se apoyará de la fuerza laboral formada por empleados familiares y no familiares para llevar a la empresa al éxito. El líder 
no puede solo: es esencial que cuente con personas responsables con la capacidad de desarrollar su experiencia dentro 
de la empresa. La capacitación constante será clave para seguir el proceso de crecimiento de la empresa. Así, aunque los 
tiempos son cambiantes, y la globalización y tecnología están siempre presentes, es imprescindible adaptarnos. Quedarnos 
con el conocimiento que ya se tiene sin buscar ampliarlo llevará a estancar con nosotros mismos a la propia empresa. 
Usted es su mayor activo. Ponga su tiempo, esfuerzo y dinero en la capacitación, la preparación, y el fomento de 
su mayor activo. Tom Hopkins

8. Ética y valores

Una vida íntegra siempre pregonará con el ejemplo. Como padres y líderes de una empresa familiar, se debe inculcar en 
hijos y empleados los valores que distinguen el actuar, mismos que regirán su operación. Establecer un código de ética 
facilitará que todos se comprometan a acatarlo. Motivar a la consolidación e integración de la empresa, implica invertir 
tiempo y esfuerzo en establecer las reglas del juego y el plan de sucesión. Estos dos puntos plasmarán de forma clara 
la vida de valores del líder y por ende lo que él espera que continúe como base de acción. La ética y el carácter están 
estrechamente relacionados. Los valores morales son esenciales para que la ética se desarrolle a una edad temprana y 
pueden ser instrumentos para construir el carácter. La ética es saber la diferencia entre lo que tienes derecho de hacer 
y lo que es correcto hacer. Potter Stewart

9. Reacción ante el éxito y el fracaso
Las segundas generaciones de la empresa familiar suelen vivir un poco más en comodidad por no estar tan acostumbradas 
a esforzarse demasiado para obtener lo que desean, lo cual lleva a que en el momento que la empresa requiere mayor 
trabajo para salir adelante y generar, se suele tomar la decisión de vender y dejar el patrimonio en manos de algún externo. 
En cambio, cuando lo que llega es el éxito, todos comienzan a interesarse por participar en la empresa, pues saben que 
recibirán el fruto cosechado. Como líder de la familia y la empresa, es importante generar sensación de pertenencia hacia 
el esfuerzo y patrimonio creado por él mismo, de tal manera que los hijos y empleados tengan la iniciativa y dedicación de 
luchar por el patrimonio tanto en momentos de prosperidad como de decadencia. Retomar el camino del éxito estará en sus 
manos y la sensación de logro será todavía más grande por saber que parte de éste es gracias a sus valiosas aportaciones 
y trabajo. Siempre pasas por el fracaso en el camino al éxito. Mickey Rooney

10. Continuidad, rentabilidad y armonía
El planteamiento de objetivos y metas, son la base motivacional para la persona, empresa y familia. Las metas planteadas 
por el líder se basan en la prioridad de obtener la continuidad y rentabilidad de la empresa, generar utilidades que determinen 
el éxito, así como mantenerse en el agrado del cliente para persistir como negocio. Toda empresa tiene como prioridad 
ser generadora de riqueza y la empresa familiar no es la excepción. La diferencia de éstas es que además se persiguen 
objetivos familiares, los cuales hacen referencia a conseguir la armonía y cohesión familiar, que los miembros de la familia 
tengan una comunicación y trato basado en el respeto y la felicidad común. Para el líder, lograr estos objetivos sería haber 
cosechado el fruto de tantos años de esfuerzo y dejar la empresa con plena seguridad de que podrá seguir funcionando 
de igual o mejor manera durante su ausencia. El liderazgo del mercado puede traducirse directamente en mayores 
ingresos, mayor rentabilidad, mayor velocidad de capital, y vuelve proporcionalmente más fuertes sobre el capital 
invertido. Jeff Bezos
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11. Reglas claras por escrito

Son instrucciones dadas para hacer una tarea en particular. Si en tu casa existe la regla “zapatos no”, significa que todo el 
mundo tendrá que quitárselos a la entrada. Además de las normas o condiciones de lo que se puede o no se puede hacer, 
las reglas pueden ser fórmulas reales, como una regla gramatical sobre un acuerdo entre el sujeto y el verbo o una regla 
de ortografía para escribir correctamente el plural de ciertas palabras. Las tres reglas. Primera: La paradoja. La vida es 
un misterio, no pierdas el tiempo deduciéndola. Segunda: Humor. No pierdas su sentido, sobre todo en ti. Te dará 
una fuerza colosal. Tercera: Cambio. No hay nada que perdure.

Es indispensable que tanto los mandamientos, como los acuerdos de familia con relación a la empresa queden plasmados 
por escrito en un protocolo familiar. Un protocolo debe partir de la acción decidida de compartir una visión empresarial, un 
modelo familiar y valores. Así, para que éste sea conocido y aceptado como marco regulatorio por todos los integrantes 
actuales y futuros de la familia, debe incluir por lo menos el siguiente contenido: información de la familia, historia de la 
empresa, valores, órganos de gobierno, políticas de incorporación y salida de familiares de la empresa, remuneración, 
conducta. El buen juicio nace de la buena inteligencia y la buena inteligencia deriva de la razón, sacada de las 
buenas reglas; y las buenas reglas son hijas de la buena experiencia: madre común de todas las ciencias y las 
artes. Leonardo da Vinci

Conclusión

Sería difícil pensar que alguno de los mandamientos presentados se pueda omitir. Por supuesto que en la práctica sucede, 
ya que lo “ideal” no existe ni en personas ni en familias. No se trata de ser puristas, pero sí disciplinados, y esto se logra 
sólo con perseverancia y, sobre todo, con congruencia.

El líder de familia y sus integrantes principales deben cuidar mucho el ser congruentes entre lo que dicen y hacen. De nada 
servirá tener estos mandamientos por escrito si el o los que lo proponen hacen lo contrario, consciente o inconscientemente. 
¿O alguien se imagina a Moisés robando o mintiendo?

Siendo el límite entre familia y empresa muy difuso, es muy recomendable iniciar con el proceso de preparación de un 
protocolo familiar, ayuda a iniciar el proceso de cambio; si bien el protocolo no es una panacea donde la familia y/o la 
empresa serán inmunes a los conflictos o crisis, sí podemos afirmar que con él se estará mejor situado para afrontar 
situaciones difíciles e, incluso, para que ellas sean menos frecuentes.

Ponerse de acuerdo en estos temas requiere un proceso de reflexión y debate conjunto entre todos los familiares que 
participan en el proyecto empresarial. Es esencial plantearse antes de iniciar la preparación del protocolo si queremos que 
éste sea fruto del consenso y vaya más allá de ser una mera normativa escrita que todos dicen respetar, pero en la que 
nadie cree.

Normalmente, junto con el Protocolo Familiar y con el fin de cumplir con lo establecido en el mismo, se otorgan otros 
negocios jurídicos. Por ejemplo, Estatutos, Pactos Parasociales, Fideicomiso, Testamento, Capitulaciones Matrimoniales, 
etc..

En nuestra familia, ¿cuentas con un protocolo? Si es así, ¿qué papel juega a la hora de regular las relaciones familia-
empresa? ¿En qué situaciones os ha resultado útil aplicarlo?








